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INTRODUCCIÓN 
 
 
La convivencia en sociedad, conlleva que las actividades entre las personas se 
encuentren en situaciones de conflictos, que pueden consistir en simples 
divergencias o que representen negociaciones o interacciones entre quienes están 
involucrados en ella, en las cuales, las partes, en muchas ocasiones, no están 
dispuestas a ceder en sus diferencias o no son capaces de resolverlas1. 
 
 
Esto indica que el conflicto entre individuos aparece ligado a la coexistencia, a la 
sociabilidad y a la consecuente necesidad de buscar medios de solución, como 
una exigencia indispensable para lograr una convivencia pacífica y ordenada de 
los asociados.  
 
 
Con el advenimiento del Estado y los Estados Nación que traen consigo la 
construcción de un contrato social2 donde se depositen buena parte de los 
Derechos naturales de los hombres, para ser administrados por un ente soberano, 
que administra justicia a través de un poder judicial, se exige la existencia de una 
rama judicial que realice esta actividad. 
 
 
Durante décadas, en un gran número de países, se da la existencia de 
procedimientos clásicos de solución de conflictos extrajudiciales, que se remontan 
                                                          
1
Urquidi, Enrique. Mediación: Solución de Conflicto Sin Litigio. Centro de solución de conflictos. México. 1999. 
Pág. 37. 
2
Rousseau, Jean Jaques. El contrato social. Editorial Sarpe. Madrid, España. 1985. 
más allá de la aparición del poder judicial3, siendo básicamente tres: La 
conciliación, la mediación y el arbitraje4, todo ello en pro de lograr una justicia 
material. 
 
 
El objeto de esta investigación toma únicamente la figura arbitral como eje para 
determinar si esta forma de resolución de conflictos implica, por parte del Estado, 
reconocer la existencia de una justicia paralela en manos de particulares, o si por 
el contrario resulta importante la jurisdicción arbitral, como complemento de la 
justicia estatal, en desarrollo de uno de los postulados de toda organización 
política, como lo es la armonía, el bien común y la paz social en relaciones de 
cordialidad con el Estado. 
 
 
Es por eso que he titulado este documento La generación de una justicia 
privatizada en los contratos estatales desde la óptica del Derecho 
Administrativo en Colombia, el cual busca dar respuesta a la pregunta de 
investigación formulada, para lo cual resulta necesario anticipar mi posición frente 
al tema, manifestando mi distanciamiento a la figura arbitral en los contratos 
estatales, precisamente porque deja la justicia como valor supremo en manos de 
particulares. Sin embargo, a partir de esta constatación surge el siguiente 
cuestionamiento: ¿Será que la justicia arbitral entra a desplazar la justicia estatal o 
por el contrario complementa su servicio?, la respuesta con este trabajo de 
investigación es que no la desplaza, sino que la complementa y en este sentido 
será una justicia en manos privadas pero como un mecanismo adicional para 
hacer efectivos los derechos de las partes en un contrato estatal. 
 
                                                          
3
 Vidal Ramírez, Fernando. Manual de derecho arbitral. Gaceta jurídica. Primera edición. 2003. Pág. 10. 
4
 Velarde Aramayo, María Silva. Introducción al Derecho del Arbitraje y Mediación. Legis. Salamanca. 2006. 
Pág.17. 
Inicialmente la orientación del trabajo de investigación fue la crítica directa de la 
justicia arbitral debido a razones de tipo formal, ya que prima facie, se observa que 
el hecho que los particulares tengan poder de decisión ante un conflicto que se 
pudiese suscitar en materia contractual Estatal, supone una desigualdad de 
cargas económicas entre el particular y el Estado, esto debido a que desde unas 
décadas atrás, no es raro encontrar en el clausulado de un contrato estatal, como 
fórmulas de solución a conflictos que se llegaren a suscitar entre el ciudadano 
contratista y la administración, en el desarrollo de un contrato, la cláusula 
compromisoria por ejemplo y la conformación de tribunales de arbitramento, lo 
que, a mi juicio, supone un privilegio que nuestro sistema jurídico otorga a 
aquellos que pueden pagar una justicia privada y salirse de los esquemas de la 
justicia estatal instituida como poder público. Este fenómeno, no es un hecho 
aislado ni azaroso, obedece a un modelo de Estado, a una forma del pensamiento 
filosófico político y económico que reorganiza todas las estructuras que conforman 
la sociedad para imponer sus propias categorías. 
 
Se trata entonces de una manifestación de las políticas neoliberales o neoclásicas, 
que propende por despojar al Estado de cualquier intervención que pueda afectar 
de manera directa o indirecta los mercados, de modo que la administración de 
justicia – con todos sus problemas sea dicho de paso - se convierte en un 
obstáculo para el desarrollo del capital, pero a su vez se convierte en un mercado 
donde hay unas personas interesadas en satisfacer una necesidad (pronta y eficaz 
administración de justicia con procedimientos sumarios y sucintos) y otras 
interesadas en ofrecer al mercado el servicio de lo que hoy se ha denominado 
mecanismos alternativos de solución de conflictos.  
 
Todo esto, teniendo en cuenta que el papel protagónico del Estado como 
prestador directo de los servicios públicos, durante el estado de bienestar, implicó 
todo un despliegue de figuras contractuales, que a su vez presentaba un complejo 
sistema de responsabilidades, las cuales cuando se tornaban en conflicto, era 
menester acudir ante la jurisdicción arbitral para que esta lo dirimiera. Al ser 
adoptadas las tesis neoliberales, el Estado pasó de prestador directo a vigilante de 
estos, para que fueran prestados en forma adecuada por el juego del mercado, 
quedándole reservado en ultimas el poder de solución de conflictos (poder 
judicial). Sin embargo, los mecanismos alternativos de solución de conflictos se 
constituyeron como un privilegio haciendo a un lado a la justicia del Estado, para 
ser remplazado por una justicia “comprada” que funciona en los términos y con las 
reglas que las partes acuerden aun a pesar de que una de ellas, es la propia 
administración. 
 
Un análisis más profundo de la cuestión permitió advertir que la justicia arbitral 
realmente funciona como un complemento a la justicia ordinaria, con significativos 
ahorros de tiempo y, por consiguiente, de recursos del erario público, siendo 
indispensable que entre la justicia arbitral y la estatal haya una verdadera 
colaboración, pues esta última es indispensable para ejecutar medidas cautelares 
y la decisión arbitral, ya que los árbitros carecen de imperio, pero sin que pueda 
intervenir en otros asuntos en donde se reconoce el desplazamiento de la justicia 
estatal y el sometimiento al arbitramento: la razón es la autonomía de la voluntad, 
pero es que ello no aplica en asuntos estatales cuando se privilegia el interés 
social, como lo observaremos al final de nuestro trabajo.  
 
 
Este trabajo está estructurado en tres capítulos, que exponen las ideas esenciales 
del tema objeto de investigación. Así tenemos, entonces, un primer capítulo que 
despliega la institución del arbitraje como una de las figuras del derecho privado 
más antiguas de la humanidad y por consiguiente anterior al poder judicial, 
señalando las corrientes que alrededor de la naturaleza jurídica del arbitraje se 
han planteado, finalizándolo con el origen de la institución en Colombia. 
  
En el segundo capítulo se hace una recopilación legislativa sobre el arbitraje en 
Colombia, que permitió establecer la cláusula compromisoria en los contratos de 
derecho privado para la solución de conflictos, y posteriormente, retomadas de 
forma mucho más clara en la legislación comercial de 1971. Luego se reconstruirá 
la figura en algunas legislaciones generales de contratación propias al derecho 
administrativo, permitiéndose la existencia de cláusulas compromisorias en los 
contratos de derecho público, con la salvedad de las prerrogativas exorbitantes de 
la administración, como la cláusula de caducidad, la terminación, la modificación y 
la interpretación unilateral, las cuales no podían ser objeto de negociación y por 
consiguiente no susceptibles de decisión arbitral.  
 
 
El tercer capítulo se desarrolla desde una óptica doctrinal y crítica, pues hay 
quienes aseguran que la justicia arbitral no ha pretendido reemplazar la justicia 
estatal, sino que por el contrario ha sido concebida como un mecanismo de ayuda 
transitoria y de auxilio al proceso judicial; otros sostienen que el arbitraje es un 
mecanismo que reemplaza la justicia estatal, en tanto constituye una alternativa a 
la utilización de la mismas; y quienes consideran que la institución del arbitraje 
como mecanismos de solución de conflictos en asuntos estatales, debe ser 
rechazada por la indeterminación y traslape de competencias que hace el Estado 
hacia el particular.  
 
Todo este acopio de información, me permitirá fundamentar las conclusiones del 
presente trabajo. 
 
 
 
  
1. CAPÍTULO PRIMERO: LOS ORÍGENES DEL ARBITRAJE 
 
 
1.1  La institución del Arbitraje 
 
El arbitraje surge como una necesidad sentida de pacificación de las contiendas y 
de las relaciones de fuerza, a través de una justicia administrada por un tercero 
imparcial5. Sólo con la búsqueda de una paz permanente6, como producto del 
pacto social, surge el Estado, como ente de Derecho, que imprime con el paso del 
tiempo reconocimiento a las decisiones arbitrales, como un medio alternativo de 
solución de conflictos diferente a la misma justicia estatizada.  
 
 
En nuestros días estos mecanismos permiten que haya una más oportuna 
resolución de las controversias, pues la congestión judicial y los altos costos de 
transacción vinculados al aparato judicial, provocan demoras que muchas veces 
son más dramáticas que el conflicto mismo.  
 
Señala RAMOS MENDEZ7 que  
 
“la noción de medios alternativos para la solución de litigios se utiliza en un sentido 
amplio desprovisto de toda connotación dogmática para englobar todas aquellas 
instituciones que contribuyen a la resolución de litigios jurídicos por una vía distinta 
al sistema estatal o como modelo de instrumento diferente al juicio regulador en 
las leyes de procedimiento”.8 
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 Rivera Villate, Daniel. “Arbitraje”. Volumen 1.Revista de Jurisprudencia arbitral.Temis. Bogotá.1987.Pág. 36. 
6
 Hobbes, Thomas.Leviatán.Cap. XVIII. Ed. Alianza. 2009. Pág. 156. 
7
 Ramos Méndez, Francisco.El Sistema Procesal Español. Atelier. Barcelona. 2005. Pág.41. 
8
Núñez Ojeda, Raúl. Negociación, Mediación y Conciliación.Como métodos alternativos de solución de 
controversias. 2da Ed. Leyer. Chile. Pág. 220. 
La implementación de dichos mecanismos en los diferentes sistemas jurídicos 
concuerda con el logro de cuatro objetivos básicos comunes: 
 
 
 “(i) facilitar el acceso a la justicia; (ii) proveer una forma más efectiva de solución a 
los conflictos; (iii) mejorar la capacidad de la comunidad para participar en la 
resolución de los conflictos; y (iv) aliviar la congestión, la lentitud y los costos de la 
justicia estatal formal”9. 
 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, no resulta difícil establecer las razones básicas por 
las cuales se conserva el proceso arbitral, como mecanismos para resolver las 
controversias, a pesar de toda una estructura y organización judicial estatal 
gratuita para las personas que lo requieren, pues es así, como encontramos que 
es una forma eficaz de dirimir las controversias, la celeridad del trámite resulta 
fundamental para el interés de las partes en conflicto, facilita una amplia y 
metódica discusión de sus derechos. La Corte Constitucional en Sentencia C-
330/12, en consideraciones que resultan aplicables, expuso:  
 
“… que la justificación constitucional de esta figura estriba no sólo en su 
contribución a la descongestión, eficacia, celeridad y efectividad del aparato estatal 
de administración de justicia, sino en que proporciona a los ciudadanos una opción 
voluntaria de tomar parte activa en la resolución de sus propios conflictos, 
materializando así el régimen democrático y participativo que diseñó el 
Constituyente10. 
 
 
Lo anterior sustenta, entonces, por qué el interés que despierta en la sociedad 
desde mucho tiempo atrás el arbitraje como mecanismo de solución de conflictos, 
y su reconocimiento en los sistemas normativos. 
 
Cabe destacarse también que la figura del arbitramento lleva consigo 
particularidades o características que la definen, tales son: 
 
                                                          
9
 Corte Constitucional. Sentencia C-1195 de 2001. Mag. Pon. Manuel Cepeda Espinosa y Marco Gerardo 
Monroy Cabra. 
10
 Corte Constitucional. Sentencia C-330/12. Mag. Pon. Humberto Antonio Sierra Porto. 
 “(i) la voluntariedad; (ii) la temporalidad; (iii) la excepcionalidad; (iv) fungir como un 
mecanismo alternativo de solución de controversias; y ser (v) una institución de 
orden procesal.”11 
 
 
Con respecto a la voluntariedad, pues, el arbitraje es una decisión libre de las 
partes, es decir, depende de la voluntad de las personas, y no del orden público, el 
que se establezca la justicia arbitral.12, esta se expresa además en el hecho que 
para acceder a esta justicia se requiere el consentimiento libre de los interesados, 
pero no con respecto a la decisión, debido a que el laudo arbitral es imperativo 
para las partes y por ello genera además efectos jurídicos que pueden generar 
seguridad jurídica y de manera obvia la cosa juzgada.  
 
 
La temporalidad está dada por su carácter transitorio, lo que significa que además 
de conformarse por voluntad de las partes, se crea por un tiempo específico 
dentro del cual debe emitirse el laudo arbitral. En términos de la tratadista Myriam 
Salcedo: 
 
 
“la principal diferencia entre la justicia impartida por el Estado y la justicia arbitral 
radica en el ejercicio de funciones jurisdiccionales permanentes de la primera y el 
carácter transitorio de la segunda. Sin embargo, con respecto al litigio, tanto el juez 
como el árbitro, una vez que la sentencia o el laudo están en firme, pierden la 
competencia para volver sobre el mismo litigio.” 
 
 
La excepcionalidad, como característica, se fundamenta en la facultad reglada que 
tienen los particulares de administrar justicia.13 Con respecto a este acápite en 
muchas y reiteradas ocasiones nuestra Corte Constitucional se pronuncia con 
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Corte Constitucional.SentenciaC-330/12.Mag.Pon.Luis Ernesto Vargas Silva. 
12
 Silva Romero, Eduardo.El contrato de arbitraje.1era Ed. Bogotá. Ed. Legis. 2008. Pág. 56  
13Velarde Aramayo, María Silva. Introducción al Derecho del Arbitraje y Mediación. 2006. Legis. 
Pág. 87. 
relación a la naturaleza jurisdiccional de la decisión arbitral14; por ejemplo, en la 
sentencia C-247 de 1997 la Corte explicó: 
  
“[L]a decisión arbitral concretada en un laudo arbitral, bien sea en derecho o 
en equidad, es eminentemente jurisdiccional y equivale a una providencia 
judicial, en cuanto resuelve el litigio suscitado entre las partes, 
pronunciándose sobre los hechos, resolviendo sobre las pretensiones, 
valorando las pruebas y declarando el derecho a la luz de los mandatos 
constitucionales y legales o atendiendo a los principios de equidad.” 
No cabe, entonces, duda alguna de que el arbitramento constituye una 
institución importante para la obtención de una eficaz administración de 
justicia.”15  
 
De esta manera, se constituye en una característica de gran envergadura e 
importancia que se  le faculta a ese particular que de manera obvia debe estar 
autorizada con condiciones especiales para que actúe y administre justicia en 
nombre del Estado.  
 
Como mecanismo de solución de conflictos, pues de lo ya desarrollado podemos 
decir, que éste es el fin u objetivo de la justicia arbitral, como ejemplo de ello, 
tenemos la norma modelo de la CNUDMI (Comisión de las Naciones Unidas Para 
El Desarrollo Mercantil Internacional) sobre arbitraje internacional o la Convención 
de Panamá, porque en este cuerpo colegiado, se reconoce el arbitramento como 
mecanismo de resolución de conflictos y son normas tipo o convenio con vocación 
internacional.La Ley Modelo está formulada para ayudar a los Estados a reformar 
                                                          
14En la sentencia SU-174 de 2007, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, la Corte explicó que la 
naturaleza jurisdiccional de la justicia arbitral deviene de dos aspectos esenciales: (i) la decisión de 
los árbitros, dado que resuelve de manera definitiva la controversia planteada, tiene fuerza 
vinculante para las partes y hace tránsito a cosa juzgada; y (ii)  el arbitraje tiene naturaleza 
procesal, y como tal está sujeto a un marco legal, así como a lo dispuesto por las partes sobre el 
procedimiento a seguir, en el evento en que se distraigan o aparten de este marco, se puede 
generar que ese laudo pierda sus efectos y pueda la parte vencida retornar a la justicia ordinaria, 
sin embargo, pienso que ya no tendría opción ya que podría estar caduca o prescrita para esa otra 
alternativa, de esta manera lo mejor es lograr un buen objetivo desde el principio. 
15Corte Constitucional T – 058 de 2009 MP. Jaime Araujo Rentería. 
y modernizar sus leyes sobre el procedimiento arbitral a fin de que tengan en 
cuenta los rasgos peculiares y las necesidades del arbitraje comercial 
internacional. Regula todas las etapas del procedimiento arbitral, desde el acuerdo 
de arbitraje, pasando por la composición y competencia del tribunal arbitral y el 
alcance de la intervención del tribunal, hasta el reconocimiento y la ejecución del 
laudo arbitral. Refleja un consenso mundial sobre los aspectos más importantes 
de la práctica del arbitraje internacional aceptados por Estados de todas las 
regiones y los diferentes ordenamientos jurídicos o sistemas económicos del 
mundo. 
 
El 7 de julio de 2006, la CNUDMI16 aprobó enmiendas del párrafo 2 del artículo 1, 
del artículo 7 y del párrafo 2 del artículo 35, el nuevo capítulo IV A que sustituye al 
artículo 17 y un nuevo artículo 2A. La versión revisada del artículo 7 tiene por 
objeto modernizar el requisito de la forma para los acuerdos arbitrales a fin de 
observar más estrictamente las prácticas contractuales internacionales. El nuevo 
capítulo IV A establece un régimen jurídico más amplio relativo a las medidas 
provisionales en apoyo del arbitraje. Desde 2006, la versión estándar de la Ley 
Modelo es la versión enmendada. También se reproduce el texto original de 1985 
en vista del gran número de leyes nacionales que se han basado en esa versión 
original17. 
 
Y por último, tenemos además que el arbitraje es una institución de orden 
procesal. Empero, aunque en Colombia la jurisprudencia identifica a la justicia 
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La Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional  (CNUDMI) es un órgano 
subsidiario de la Asamblea General. Prepara textos legislativos internacionales para ayudar a los Estados a 
modernizar el derecho mercantil y textos no legislativos para facilitar las negociaciones entre las partes en 
operaciones comerciales. Los textos legislativos son los siguientes: Convención de las Naciones Unidas sobre 
los Contratos de Compraventa Internacional de Mercaderías; Convención sobre la Prescripción en materia 
de Compraventa Internacional de Mercaderías; Ley Modelo de la CNUDMI sobre Arbitraje Comercial 
Internacional; entre otras. 
 
17 http://www.uncitral.org/uncitral/es/uncitral_texts/arbitration/1985Model_arbitration.html. 
arbitral como de carácter procesal, es necesario, tener en cuenta el desarrollo de 
las distintas teorías que alrededor del tema se han expuesto. 
 
 
Dentro de este contexto encontramos que el arbitraje en algunos momentos de la 
historia tiene un origen privado, mientras que para otros tuvo origen público. Al 
respecto, los tratadistas Chillón y Merino, han señalado: 
 
 
“a nuestro entender, el planteamiento de la naturaleza jurídica del arbitraje sufre 
reflejamente de este estado de cosas porque, en esencia, lo que se discute es si 
pertenece a las concepciones normativas públicas, o por el contrario, a las 
privadas. Aquel que mantenga posiciones teóricas públicas acerca del arbitraje 
afirmara que el arbitraje es una institución pública al servicio de interés privado, 
cuyos árbitros ejercen temporalmente funciones soberanas. Es, en definitiva una 
postura jurisdiccional ante el arbitraje privado. Pero si lo que se sustenta son 
concepciones privadas se afirmara que estamos ante un verdadero contrato”18. 
 
 
 
 
Disputa que tiene su fundamento en la idea de que si el arbitraje está incluido en 
el derecho procesal luego pertenece al derecho público; o que si se encuentra en 
el derecho civil es de carácter privado en atención a que su origen está dado por 
un acuerdo o convenio arbitral, el cual nadie duda en calificar de un verdadero 
negocio o acto jurídico.  
 
 
Esta controversia frente a la naturaleza jurídica del arbitraje es representada por la 
corriente privatista o contractualista que sustenta su doctrina en el hecho de que 
quienes intervienen como árbitros no son funcionarios del Estado, sino 
particulares, que administran justicia precisamente porque así lo quieren las 
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Chillón Medina, José María., Merino Merchán José Fernando. Tratado de Arbitraje Privado Interno e 
Internacional. CivitasS.A.Madrid. 1991. Pág. 108 
 
partes, es una relación de voluntad, lo que le imprime una naturaleza privatista. El 
profesor Gil refiriéndose a Guasp sostiene que: 
 
 “el procesalista Guasp, afirma que ni el árbitro es juez, ni el arbitraje un proceso 
judicial, por consiguiente el pacto arbitral es un contrato de tracto procedimental, 
mediante la cual se tramita una etapa posterior y jurisdiccional, pero que 
necesariamente supone el desarrollo de un procedimiento anterior (eminentemente 
contractual)”19.  
 
En igual postura se encuentra el también español Ogayar, quien sostiene: 
 
“… los árbitros pueden imponer su parecer a las partes, si el laudo es obligatorio 
para estas, es porque ellas quisieron previamente que las obligara. No es pues, el 
árbitro un juez ni el arbitraje un fenómeno procesal, afirma Ogayar, para después 
concluir que hay que incluir el arbitraje en el campo del Derecho Material o 
sustantivo, en la esfera del derecho privado, y dentro de este en el campo 
contractual”20. 
 
Se defiende la teoría contractualista basándose en la idea de que el procedimiento 
arbitral está establecido en la esfera privada y no pública, pues son las partes las 
que facultan a terceros para que solucionen las controversias jurídicas producidas 
y no un juez que les es impuesto por el Estado, y que sería característica principal 
del derecho público. 
 
La corriente jurisdiccional o pública soporta su idea en que si es el Estado quien 
reconoce facultades a los particulares para que ejerzan funciones jurisdiccionales 
que se asemejan a la de un verdadero juez, es lógico concluir que la esencia del 
                                                          
19Gil Echeverri, Jorge Hernán. Nuevo Régimen de Arbitramento.ManualPráctico.Cámara de 
Comercio de Bogotá.Tercera edición.Pág.78. 
20
Chillón Medina, José María - Merino Merchán José Fernando. Tratado de Arbitraje Privado Interno e 
Internacional. Civitas S.A. Madrid 1991. Pág.108 
 
 
arbitraje es público, más aún si existe la necesidad de ceñirse a un procedimiento, 
en este caso arbitral, previamente diseñado, para que pueda obligar, es decir, 
producir efectos jurídicos entre las partes. Entre los defensores podemos citar a 
Carreras, Fenech, y Serra, Wach, Hellwing, Bonaforte, Moriara, entre otros, 
quienes aseguran que el problema no es saber cómo eligieron las partes seguir 
con dicho método alternativo, sino de reconocer el trámite arbitral que deben 
seguir los árbitros21. 
 
Este tema de la naturaleza jurídica del arbitraje es objeto de reflexión por muchos 
autores, lo que evidencia su carácter evidentemente polémico, más cuando lo que 
se pretende es la perfección de los procesos judiciales en relación a los principios 
de paz y justicia social y en ese afán de efectividad, se atribuye la administración 
de justicia a particulares. Al determinar la naturaleza jurídica de esta o cualquier 
otra institución lo que se busca es determinar ante el silencio de la Ley, que 
normas le serian aplicables supletoriamente y los efectos que de esto se 
produjese. 
 
 
En Colombia, la teoría que se asume es la jurisdiccional ya que al encontrarse 
regulado el arbitraje en la Constitución, éste se reconoce como una forma de 
resolución de conflictos, los terceros habilitados deben seguir un proceso que se 
encuentra enmarcado previamente por la ley, para así, poderle otorgar efectos al 
laudo o fallo expedido por aquellos terceros. 
 
 
                                                          
21 Pinzón, María Alejandra., Rodríguez López, Tatiana. “De la Naturaleza Contractual del 
Arbitramento Como Método Alternativo de Soluciones”. Universidad del Rosario. Monografía. 
2009. 
Para Hernán Gil22 las razones que llevan a pensar en la adopción de la teoría 
procesalista en Colombia son que los árbitros en su actuación se asimilan a un 
Juez, pues se deben ajustar a un procedimiento previamente establecido, deben 
comprobar los hechos que planteen las partes valorando pruebas del acervo 
probatorio y extraer de aquí una consecuencia definitoria que es revestida de las 
características de una sentencia. 
 
 
Al respecto la Corte Constitucional ha afirmado: 
 
 
 
“En anteriores pronunciamientos esta Corte ha resaltado la naturaleza procesal del 
arbitramento como mecanismo alternativo de resolución de conflictos. Se trata de 
un proceso, porque los particulares, al administrar justicia como árbitros, deben 
materializar, dentro de la lógica propia del arbitraje y atendiendo a sus 
especificidades, los derechos fundamentales al debido proceso, de defensa y de 
acceso a la administración de justicia, respetando el marco específico trazado por 
el legislador”23. 
 
 
Así es adoptada la teoría procesalista, como ha sido reconocido por la Corte al 
concebir el arbitramento como un acto eminentemente jurisdiccional, pues es la 
expresión del ejercicio de una función pública esencial del Estado, que 
excepcionalmente permite a los particulares impartir justicia. Sin embargo, la Corte 
considera que todas las creaciones respecto del carácter público o privado del 
arbitraje son meramente académicas, pues independiente de la teoría que se 
acoja los efectos son los mismos. 
 
 
 
”… Por consiguiente y según lo dejó expuesto esta misma corporación en 
Sentencia C- 294 de 1995, a la luz del artículo 116 de la carta política, todas las 
elucubraciones sobre la función arbitral, como lo es la naturaleza pública o privada, 
o si los árbitros son verdaderos jueces, etcétera, quedan reducidas al ámbito 
académico” 24 
                                                          
22
Gil Echeverri, Jorge Hernán. Nuevo Régimen de Arbitramento Manual Práctico. Cámara de Comercio. 
Bogotá. Tercera Edición. Pág. 84 
23
 Corte Constitucional Sentencia 174/07 Mag. Pon. Manuel José Cepeda Espinosa.  
24
Corte Constitucional. Sentencia C-431/ 1995.Mag. Pon. Hernando Herrera Vergara. 
 
 
 
Doctrina que ha sido reiterada en la Sentencia SU- 091 de 2001 en la cual se 
expresó: “El arbitraje es un procedimiento judicial aunque tenga fundamento 
inmediato en un acuerdo de voluntades”. 
 
 
En Colombia, el fundamento principal de quienes defienden la tesis jurisdiccional 
está en el artículo 116 de la Constitución política, al reconocer a los particulares el 
estatus de juez, y ser sus decisiones expresiones de la función pública, que 
definen un conflicto y tienen la fuerza de hacer tránsito a cosa juzgada. 
 
 
De todo lo expuesto, se puede concluir, que no ha sido asunto sencillo ubicar la 
naturaleza jurídica del arbitraje a través del tiempo. Los aportes presentados tanto 
por la doctrina como por la jurisprudencia han fundamentado las diversas tesis que 
sobre el arbitraje se ha expuesto en sus ideas principales. Siendo importante 
destacar y sustentar mi opinión frente a tan denso asunto, desde luego de una 
manera tranquila, que en Colombia teniendo en cuenta el nuevo estatuto sobre el 
arbitraje, es decir , la reciente Ley 1563 de 2012, que más adelante se menciona, 
me atrevo a afirmar que se define la naturaleza jurídica del arbitraje desde una 
óptica pública, acabando con la discusión histórica sobre este tema, pues, señala 
dicha ley, que las decisiones que profieren los árbitros son verdaderas sentencias, 
lo que le brinda la calidad de jurisdicción, por supuesto, que en desarrollo del ya 
mencionado artículo 116 de la Constitución política, pues estos particulares son 
jueces cuando aplican e interpretan la ley, ajustándose a un procedimiento 
previamente establecido, tal como sucede en el judicial, atendiendo el artículo 29 
de la misma carta, haciendo referencia a las normas del debido proceso. Lo que 
implica que es una actividad judicial excepcional, propia del derecho público. 
 
 
  
 
1.2. El arbitraje como una forma especial de administración de 
justicia 
 
La historia de la humanidad está dada por la existencia de conflictos y por la 
necesidad de administrar justicia entre los intervinientes, con el fin de buscar 
soluciones que tiendan a una armonía y a un equilibrio social entre sus 
miembros25. 
 
Revisando un poco esa historia, encontramos que en la época pre-estatal la 
sociedad estaba organizada en tribus, imperando la ley del más fuerte; existía un 
margen para la aplicación del derecho de auto-tutela privada- venganza de la 
sangre o venganza sin medida, aplicación de la justicia divina propia. Esto no solo 
acontecía en pueblos no europeos, sino que se extendía a los germanos, a la 
época primitiva griega, y las relaciones jurídicas del antiguo Israel26. La ley romana 
del Talión se aplica para ser justos en el castigo, atendiendo para esto un agravio 
en la misma proporción que el recibido, en una venganza restringida.  
 
Pero como las venganzas produjeron muchas muertes se las sustituyó por la 
composición, que consistía en que las partes nombraban un árbitro entre los más 
ancianos, o bien se sometían las tarifas previamente establecidas.27 Las formas 
para solucionar los conflictos siguen su avance, y en este recorrido, surge la 
autocomposición en la cual se da una renuncia por parte del agraviado por el 
quebrantamiento de la norma, apareciendo finalmente la heterocomposición, que 
                                                          
25 Howard Ross, Marc. La Cultura del Conflicto. Barcelona. Paidós. 2008. Pág. 19. 
26 Marcano Salazar, Luis Miguel. Fundamentos del Derecho Internacional Público. Ed. CEC SA.2005, 
Pág. 17.  
27 Monroy Cabra, Gerardo. Introducción al Derecho. Temis. 1990. Pág. 54. 
implica la intervención de un tercero ajeno e imparcial al conflicto28, en la cual se 
da el arbitraje. 
 
La idea del arbitraje se ubica indudablemente en la búsqueda de los orígenes y del 
devenir de la noción de administración de justicia. Tan antigua es, que se ha 
escrito que “los orígenes de la justicia arbitral se confunden con los balbuceos de 
la misma justicia”29. Siendo conocido en la cultura hebrea, en la china, teniendo 
mayor importancia en la cultura romana, a partir de la Ley de las XII Tablas, donde 
aparece el procedimiento con la intervención de un magistrado, que en ese 
momento carecía del respaldo estatal. Se caracterizó porque dichos acuerdos no 
tenían fuerza coercitiva para lograr el cumplimiento de las partes, quedando 
supeditado el cumplimiento del fallo únicamente en la voluntad de los 
intervinientes30.  
 
Para la edad media la aplicación del carácter arbitral se da entre comerciantes, en 
esta época la organización política llamada Estado, es muy precaria, 
convirtiéndose los gremios y corporaciones en los sitios donde los burgueses, 
comerciantes y artesanos, dirimen sus conflictos ante el señor feudal o ante el rey, 
quienes cumplen la función de árbitros.  
 
El devenir del tiempo, así como la consolidación de los estados nación, permitió 
reconocer la valía de los mecanismos alternos, sin ver en ellos un atentado contra 
su misma estabilidad y funcionamiento, ya que entre los siglos XV a XVII se vio 
con recelo por afectar la concentración de poderes requerido para consolidar los 
Estados.  
 
                                                          
28 Bailón Valdsvinos, Rosalío. Derecho Procesal Civil. Ed. Limusa. Editores. 2004. Pág. 35. 
29 Duque, E. Emilio, Del Arbitramento Mercantil, Bedout, Medellín, 1976, Pág. 10. 
30 Vidal Ramírez, Fernando. “Manual de Derecho Arbitral”. Gaceta jurídica. Primera edición. 2003. 
Pág. 10. 
El arbitraje como medio de resolución de conflictos perdió importancia luego de la 
caída del Imperio Romano desde que las sociedades se organizaron y dieron 
origen, a partir del siglo XVI, a los estados modernos, pues la facultad de 
administrar justicia se depositó exclusivamente en el órgano jurisdiccional, aun así 
no perdió utilidad.  
 
Y es que un instrumento básico para la consolidación del Estado fue la 
concentración de todos los poderes en sí mismo, incluyendo el judicial, de suerte 
que el Estado no pudiera calificarse de ausente, desregulado y efímero. Por ello, 
teorías como las del contrato social, sostienen que la base del Estado es la 
enajenación total de cada asociado con todos sus derechos a la comunidad 
entera, porque, primeramente, dándose por completo cada uno de los asociados, 
la condición es igual para todos; y siendo legitima, ninguno tiene interés en hacerla 
onerosa para los demás, lo que constituiría que el Estado la hiciera lo que le 
corresponde y asuma los costos de esta justicia reglada pero que con el arbitraje 
se complementaria, dejando que este último no se convierta en la única opción 
para la celeridad y la consecución de la seguridad jurídica de forma inmediata, lo 
cual no ocurre en la realidad. 
 
 
Además, efectuándose la enajenación sin reservas, la unión resulta tan perfecta 
como puede serlo, sin que ningún asociado tenga nada que reclamar, porque si 
quedasen algunos derechos a los particulares, como no habría ningún superior 
común que pudiese sentenciar entre ellos y el público, cada cual siendo hasta 
cierto punto su propio juez, pretendería pronto serlo en todo; en consecuencia, el 
estarlo naturalmente subsistiría y ese arbitramento se convertiría en tiránico o 
inútil. En este escenario el arbitramento parecía no tener cabida. 
 
 
 Con la Revolución francesa se consideró al compromiso como uno de los 
derechos del hombre y del ciudadano y desde entonces fue regulado por la 
mayoría de las legislaciones del mundo occidental31, siendo su presencia afincada 
con el tiempo.  
 
El arbitraje varió hasta llegar a convertirse en una institución moderna, con un 
reconocimiento doctrinal, jurisprudencial, y posteriormente constitucional y legal, 
como una forma alternativa de administrar justicia con ingredientes distintivos, que 
hacen de esta figura un camino de celeridad para la resolución de los conflictos, 
que se presenta como una respuesta a la prerrogativa de la justicia estatal. 
 
En este sentido la Corte Constitucional se pronunció en los siguientes términos: 
 
“En forma excepcional, el Constituyente de 1991 decidió ampliar el ámbito 
orgánico y funcional de administración de justicia del Estado, hacia otros órdenes, 
autorizando a los particulares, para solucionar las controversias a través de 
personas, que revestidas transitoriamente de la función de administrar justicia, 
actúen en la condición de conciliadores o de árbitros habilitados por las partes 
para que profieran fallos en derecho o en equidad, en los términos que la misma 
ley señale”.32 
 
“A pesar de que la Corte ha garantizado la justicia arbitral como medio alternativo 
de solución de conflictos, eso no significa en ningún caso que esta justicia esté 
privilegiada con relación a la justicia del Estado (...). Al contrario, es necesario 
hacer más fuerte la justicia estatal para que sea preferida (…). Tampoco puede 
suponerse que la promoción constitucional y legal de medios alternativos para la  
 
 
                                                          
31Rivera Villate, Daniel. “Arbitraje”. En Revista de Jurisprudencia Arbitral. Volumen 1. Temis. 
Bogotá. 1997. Pág. 35. 
32 Corte Constitucional. Sentencia C 242/ 97. Mag. Pon. Hernando Herrera Vergara. 
 solución de controversias significa que el arbitramento es una figura privilegiada 
frente a la función permanente de administrar justicia por parte del Estado, ni que 
esta deba ser sustituida o reducida en su campo de acción”33 
 
 
Como se ve, el arbitramento se consolida como una forma especial de 
administración de justicia, alterna a la justicia en manos del Estado, pero que 
aunque con trámites diferentes se ciñen por postulados constitucionales, están 
orientadas al logro de la paz social, y por consiguiente responden al bien público 
de la justicia, con ello se puede concluir y sustentar lo anteriormente expuesto en 
que la decisión de los árbitros, por la naturaleza de la función que desarrollan, por 
sí misma hace tránsito a cosa juzgada y presta mérito ejecutivo, lo cual se genera 
cuando se constituye una decisión que no puede ser objeto de nuevo debate, 
salvo los recursos extraordinarios y la tutela contra la misma, entendida como 
providencia jurisdiccional. 
 
Para concluir, el tema sobre el arbitramento en Colombia y su procedimiento como 
tal que se desarrollara en el siguiente capitulo, trae consigo mucha oxigenación al 
a descongestión de los despachos judiciales, aun cuando sea por asunto 
meramente transigibles y por la voluntad dada por los particulares para que se 
constituya dicho tribunal de arbitramento, el cual poco a poco se ha ido 
introduciendo en nuestra normatividad estatal, aun cuando como ya vimos sus 
origines se encuentren contemplados en la justicia privada, también le sirve de 
fundamento y soporte al gran cumulo de controversias que con el Estado como 
actor dentro de un conflicto en particular, se pueda también constituir en parte 
interesada en esta justicia con carácter especial. 
 
                                                          
33Corte Constitucional. Sentencia C- 330/00. Mag. Pon. Carlos Gaviria Díaz. 
  
 
2. CAPÍTULO SEGUNDO: EL ARBITRAJE EN COLOMBIA 
 
La figura jurídica del arbitraje es una de las más antiguas en la historia moderna 
del derecho privado. En Colombia a partir de 1991 adoptó un nivel constitucional 
muy significativo. Efectivamente, la constitución de 1886 no tuvo en cuenta el 
arbitraje como mecanismo alternativo de justicia, a pesar de que la legislación lo 
vislumbraba desde mucho antes y que la doctrina y la jurisprudencia lo reconocían 
como mecanismo alterno de solución de conflictos. Esta figura se ha ido afincando 
con el pasar del tiempo y ha guardado su presencia en las normatividades 
positivas hasta hoy. 
 
2.1. El arbitramento en el sistema jurídico Colombiano. 
 
En Colombia el arbitramento se entiende como aquel mecanismo “…en virtud del 
cual las partes en conflicto deciden someter sus diferencias a la decisión de un 
tercero, aceptando anticipadamente sujetarse a lo que allí se adopte”34. Su 
desarrollo tiene origen en los códigos de procedimiento civil que se han expedido 
a lo largo del tiempo35; y ha predominado en el campo civil, comercial y 
administrativo. 
 
                                                          
34Corte Constitucional, Sentencia C-186/11,   Mag. Pon.  Dr. JUAN CARLOS HENAO PÉREZ. 
35Bernal Gutiérrez, Rafael.  “Métodos alternos para la solución de controversias.  El arbitraje.  
Alternativa actual”.   Ed.  Publicaciones de la Cámara de Comercio.  Bogotá N°3.   1997, pág. 27.  
El derecho del arbitraje, convertido hoy en el derecho de soluciones, llamado así 
porque supone la persecución de un único fin, el cual es definir un litigio jurídico a  
través de un mecanismo alternativo a la justicia convencional, fue considerado 
normativamente por primera vez en el Código de Panamá en 1826. Sin embargo, 
manifiesta el profesor Julio Benetti Salgar36, que esta institución ya era conocida 
en Colombia, esto desde la época de la colonia,  pues en  las metrópolis europeas 
era aplicado el arbitraje como mecanismo de solución de controversias. 
 
En Colombia sus antecedentes más lejanos se conocen con  la  Ley 105 de 1890, 
que reguló lo atinente al arbitraje nacional, con una estructura muy precaria. Esta 
ley concedía a las personas la posibilidad de someter sus diferencias a la decisión 
de un árbitro, en los casos y mediante el procedimiento establecido, aunque  no le 
daba fuerza de sentencia definitiva a las decisiones de los árbitros. 
 
Con la  expedición de la Ley 103 de 1923, conservó en esencia lo establecido en 
la ley anterior,  siendo importante resaltar: 
 
“el debate surgido en su expedición respecto a la importancia de regular 
claramente lo referente al arbitraje internacional y la fuerza de los fallos producidos 
en el exterior, finalmente desechada, pero con una aclaración que bien vale la 
pena tener hoy en cuenta y es la reafirmación tanto en los debates como en la 
exposición de motivos, de la naturaleza de los tratados como leyes primordiales 
por sobre la legislación ordinaria”37. 
 
 
Esta ley no hizo consideraciones superiores a las ya establecidas, solo permitió un 
debate respecto del arbitraje a nivel internacional, lo que produjo la extensión de 
este fenómeno en el contexto trasnacional. 
                                                          
36Benetti Salgar.  Julio.  El Arbitraje en el Derecho Colombiano.  Temis. Bogotá.   1994.   Pág. 14. 
37 Ibídem, pág. 28. 
 En este recorrido legislativo de la figura del arbitraje encontramos la Ley 105 de 
1931, que define con mayor contundencia esta institución, su ámbito, la naturaleza 
de la función arbitral, reconociendo la importancia de la figura y del laudo arbitral,  
al punto que asimiló los efectos de este último  a los producidos en una sentencia  
judicial38. 
 
 
En 1931 con la Ley 28 se estableció que las cámaras de comercio podían servir 
de Tribunal de Comercio para resolver como árbitro o amigable componedor las 
diferencias que ocurrieran entre comerciantes. Y con el Decreto 864 de 1953 se le 
confiere al Procurador General de la Nación la facultad de vigilar el funcionamiento 
de los tribunales de arbitramento. 
 
 
La Ley 105 de 1931, aclara y define el ámbito y la naturaleza de la función arbitral, 
afirmando la fuerza de la figura y del laudo arbitral como idéntica, en sus efectos a 
la producida en el ámbito judicial. 
 
 
Posteriormente,  se expide la Ley 2da  de 1938, abriendo la facultad para que los 
interesados pudieran llegar al arbitramento a través de la Cláusula Compromisoria, 
pues hasta ese momento, el compromiso solo era el medio legalmente reconocido 
para el efecto39. 
 
                                                          
38
 La ley 105 de 1931 regula en su  título XLVII artículos 1214 a 1227 la estructura del arbitramento,  
señalando en el artículo 1223. “La sentencia se extiende a continuación de lo actuado, y debe acomodarse, 
en lo posible, a las que dictan los jueces en los juicios ordinarios, y como éstas, pueden aclararse, corregirse o 
adicionarse.” 
39 Cámara de Comercio de Bogotá. “El arbitraje: La Alternativa Actual.  Colección métodos 
alternativos para la solución de controversias.   N° 3. Bogotá D.C. Ed. Cámara de Comercio de 
Bogotá. Pág. 27 y ss. 
 Efectivamente, con la Ley 2da de 1938 se regula  la potestad de llegar al arbitraje 
por la vía de la cláusula compromisoria, en todos los actos o contratos cuyas 
diferencias fueren susceptibles de ser sometidas a arbitramento. Luego, a partir de 
esta ley, se establece la posibilidad de insertar en el contrato,  antes de suscitarse 
el conflicto, el acuerdo de  las partes de que sus controversias sean solucionadas 
por árbitros.40 
 
 
Corolario de este breve recorrido es que existieron antecedentes legislativos 
aislados en las leyes específicas sobre la organización o la descongestión de la 
rama judicial, como las leyes 105 de 1890, 103 de 1923, 105 de 1931 ó 2da de 
1938, que permitieron establecer la cláusula compromisoria en los contratos de 
derecho privado para la solución de conflictos41; es decir, se permitió acudir al 
arbitraje para la solución de conflictos en el campo del derecho privado, bien sea a 
través del compromiso o de la cláusula compromisoria. Además sienta las 
primeras bases del arbitramento institucional, tanto en el campo nacional como 
internacional. 
 
 
En el año de 1970 se dieron los antecedentes más directos de lo que hoy es el 
arbitraje en nuestro sistema.  Con los Decretos 1400 y 2019, por los cuales se 
expidieron el Código de Procedimiento Civil, se contemplaban aspectos como la 
ratificación de la cláusula compromisoria para llegar al proceso arbitral; se 
estableció el procedimiento solemne del convenio arbitral; se dio la posibilidad del 
                                                          
40 Con la Ley 2da de 1938, conforme a los artículos 1° y 2° se abre la posibilidad de insertar  “…la 
cláusula compromisoria en los contratos celebrados por personas capaces de transigir.”  En el 
entendido de que es  por voluntad  de las partes al celebrar un contrato que se obligan a someter 
a la decisión arbitral todas las diferencias que con ocasión de dicho contrato se ocasionen. 
41Benetti Salgar, Julio.  El arbitraje en el derecho colombiano.  2da edición.  Bogotá.  Temis.  2001.  
Pág. 43.  
arbitraje en derecho o en conciencia, como también la posibilidad de acudir a la 
jurisdicción respecto de las medidas cautelares y para ejecución del laudo. 
 
 
El Código de Procedimiento Civil,  ha sido objeto de reformas42, la última reforma 
que se conoce es de hace pocos días con  la expedición del Código General del 
Proceso.  Como tuve la oportunidad de mencionar, este texto normativo concreta 
la figura del arbitramento, diseña el procedimiento, establece el convenio arbitral 
bajo la solemnidad, y permite los fallos en conciencia y en derecho.  Cabe anotar, 
que el árbitro puede dictar fallos en equidad, sin embargo, aunque sus 
fundamentos no sean normativos, estos se deben sustentar atendiendo los 
derechos y facultades constitucionales, legales y las convenidas por las partes.  
 
Explica Rafael Bernal Gutiérrez que el Código de Procedimiento Civil: 
 
“Establece el arbitraje en conciencia y en derecho, y reafirma la necesidad 
de acudir  al juez  en todos aquellos eventos en que las partes no logran 
una debida y oportuna definición sobre los aspectos más importantes del 
trámite arbitral además de la participación judicial en lo atinente a medidas 
cautelares y la ejecución del laudo, estructurando así un trámite 
semijudicializado cuyo desarrollo fue limitado y acogido como asunto de 
unos pocos especialistas, de refinada técnica y alto costo”43.  
 
Efectivamente la Corte Suprema de Justicia44, frente  a los fallos en conciencia 
manifestó:  
 
                                                          
42 Es de advertir que el Código de Procedimiento Civil  perderá vigencia de manera progresiva con 
la entrada  del Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012). El arbitraje fue excluido de este 
código y se reguló a través de la Ley 1563 de 2012. 
43 Bernal Gutiérrez, Rafael.  “Métodos alternos para la solución de controversias.  El arbitraje.  
Alternativa actual”.   Ed.  Publicaciones de la Cámara de Comercio.  Bogotá N°3.   1997. Pág. 29. 
44
Corte Suprema de Justicia. –Sala Plena. – Bogotá, D.E., 28 de julio de 1997.Mag. Pon. Dr.Eustorgio Sarria. 
“Porque la facultad de dictar un fallo en conciencia no excluye necesariamente su 
motivación, sino que da mayor amplitud a las facultades del juzgador, al permitirle 
aplicar las reglas de simple equidad, prescindiendo de las limitaciones a esas 
reglas que implican a veces las disposiciones del derecho escrito. Cuando laley ha 
autorizado estos fallos no ha dicho, en efecto que no deben motivarse, esto es, 
que no se den a conocer las razones de equidad tenidas en cuenta. Por el 
contrario, en el Código de Procedimiento Civil, al regular la forma de dictad las 
sentencias (Art. 471), se dice que éstas se formulan 'expresando las disposiciones 
legales' y las razones de justicia o equidad que constituyen los fundamentos de la 
decisión' (subrayala Corte). Además, no es solamente en relación con los 
Tribunales de Arbitramento como se ha previsto la posibilidad de dictar fallos en 
conciencia, puesto que el Título XLVI del Código de Procedimiento Civil regula un 
procedimiento verbal en el cual puede pedirse por las partes al juez que el fallo 
sea dictado en conciencia, cuando ellas sean capaces para transigir y cuando se 
trate de un asunto susceptible de ser objeto de transacción”.  
 
En 1971 con el Decreto 410, por medio del cual se expidió el Código de Comercio, 
se reafirmó lo establecido en el Código de Procedimiento Civil45 en materia de 
arbitramento, pues se creó una especie de unanimidad legal. Y es que el Código 
de Comercio reguló el arbitramento pero considerándolo en su carácter sustancial, 
superó en cierto sentido el tinte eminentemente procesal,  lo situó de manera 
enfática con una naturaleza jurídica en la esfera del derecho privado. Es así como 
en su Título III “Del arbitramento”, disponía cómo se llevaba a cabo el proceso 
arbitral, cuándo era válido el compromiso, entre otros aspectos. 
 
Luego encontramos el Decreto 2279 de 1989, que derogó la regulación que sobre el 
arbitraje traía el Código de Procedimiento Civil y el Código de Comercio, 
estableciendo un nuevo procedimiento.   
 
 
A partir del Decreto 2279 de 1989,  expedido con base en las facultades 
conferidas al Gobierno nacional por medio de la Ley 30 de 1987, con el fin de 
modernizar y agilizar la justicia,  entrega la potestad a los árbitros de decretar 
medidas cautelares limitadas, regula la intervención de terceros en el trámite 
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arbitral, reitera lo del arbitraje estatal y reafirma el respeto a los tratados 
internacionales en lo que a este tipo de arbitraje se refiere46. 
 
La Ley 23 de 1991 retoma las disposiciones que sobre arbitraje se contemplaban en 
estos los códigos de Comercio y de Procedimiento Civil, derogando así el Decreto 
2279 de 1989.  Con esta Ley se da un verdadero impulso al arbitraje institucional. 
 
Empero y como bien conocemos, nuestra Constitución de 1991 le dio 
reconocimiento al arbitramento en  su artículo 116, que al tenor en su texto anterior 
consagraba: 
   
“…Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de 
administrar justicia en la condición de conciliadores o en la de árbitros habilitados 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que 
determine la ley…”47 
 
Luego fue reformado por el artículo 1 del Acto Legislativo 03 de 2002(diciembre 
19) Diario Oficial No. 45.040, de 20 de diciembre de 2002 y que a su vez, fue 
declarado exequible por nuestra honorable Corte Constitucional48, dejando como 
texto vigente con respecto a las funciones excepcionales que se le envisten a los 
particulares, el siguiente: 
 
“artículo 116: Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función 
de administrar justicia en la condición de jurados en las causas criminales, 
conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en 
derecho o en equidad, en los términos que determine la ley…” ampliando el marco 
de acción de los particulares ungidos de administrar justicia.” 
 
 
                                                          
46 Ibídem, pág. 30. 
47 Constitución Política de Colombia. 1991. Art. 116.Legis. Bogotá. 
48 Corte Constitucional. Sentencia C-1039/04.  Mag.  Pon.  Dr. Álvaro Tafur Galvis. 
 El Decreto Especial 2651 de 1991,  propone la fórmula del arbitraje-conciliación 
para la descongestión judicial, introduce la audiencia de conciliación en materia de 
arbitraje, reglamenta el trámite inicial del arbitraje, dándole un papel 
preponderante a los directores de los Centros. 
 
Posteriormente se expide la Ley Estatutaria de la justicia (Ley 270 de 1996),  que 
recoge, en su numeral 349 del artículo 13, tres aspectos fundamentales del 
arbitraje. Desarrolla el contenido del artículo 116 de la Constitución Política al 
disponer el ejercicio de la función jurisdiccional por otras autoridades y por 
particulares, facultándolos a estos últimos para actuar como árbitros habilitados 
por las partes en aquellos asuntos transigibles; y reitera que los fallos de los 
árbitros pueden ser en derecho o en equidad.  
 
La Ley 315 de 1996  se introduce con el fin de regular lo atinente al arbitraje 
internacional en Colombia, sentando las pautas para identificar el arbitraje 
extranjero. Además de tener en cuenta las disposiciones de los tratados, 
convenciones, protocolos y demás acuerdos suscritos y ratificados por Colombia. 
 
De conformidad con el artículo 1° de ley en mención, para que el arbitraje pueda 
tener la categoría  de internacional se requieren dos criterios, uno cuando las 
partes así lo hubieren pactado y dos, la situación internacional por los hechos 
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determinantes como el domicilio, el lugar de cumplimiento, el lugar de arbitraje, la 
vinculación de intereses y la afectación del comercio internacional. 
 
Según Jorge Hernán Gil Echeverry la calificación de arbitraje internacional: 
 
“permite que de manera directa se apliquen los convenios y tratados 
internacionales, por encima de las normas y los principios procesales 
contenidos en el código de procedimiento civil colombiano”. 
 
Adicionalmente, para este autor en el arbitraje internacional: 
 
“así sea en derecho, las partes son completamente libres de escoger el 
derecho sustantivo aplicable al fondo del litigio, remitiendo a legislaciones 
extranjeras o a usos y prácticas comerciales, leyes tipo, leyes uniformes, 
etcétera”50. 
 
 
Posteriormente, con la expedición de la Ley 446 de 1998 se regula todo lo 
concerniente al procedimiento arbitral. En efecto, esta Ley creada para la 
descongestión de los despachos judiciales, hace acápite en los mecanismos de 
conciliación y arbitramento. En particular, se reglamentó el trámite de inicio al 
arbitramiento, se crean los roles que deben cumplir los directores de los centros 
de arbitraje, se eliminan las funciones de los jueces ordinarios que no están 
relacionadas con las medidas cautelares y los recursos.  La Ley 446 de 1998  
define el arbitramento y lo clasifica en arbitraje en derecho, en equidad o técnico. 
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La Ley  794 de 2003 modificó el Código de Procedimiento Civil en materia de 
arbitraje, al disponer en su artículo 3451  expresamente la posibilidad de que una 
de las partes preste caución con el fin de resarcir los posibles perjuicios a la parte 
contraria, con ocasión de la suspensión de la ejecución del laudo arbitral, como 
consecuencia de la interposición del recurso de anulación. 
 
 
Finalmente las disposiciones sobre arbitramento son integradas en un solo 
estatuto normativo, con la reciente expedición de la Ley 1563 de 2012, “Por medio 
de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan 
otras disposiciones”, que trae consigo una serie de asignación de funciones a los 
jueces civiles del circuito, principalmente en lo correspondiente al nombramiento y 
recusación de árbitros, decreto y ejecución de medidas cautelares, etc.   
 
De  otra parte, de manera taxativa se plantean las causales para solicitar la 
anulación del laudo arbitral internacional, que tienen como marco las ya 
establecidas en la Convención de Nueva York. 
 
Y por último es importante resaltar que con la expedición de este estatuto del 
arbitraje, por disposición expresa, se excluye la aplicación de las normas del 
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Código de Procedimiento Civil, siendo aplicables para estos procesos las 
contempladas en el mismo estatuto, y  la de los tratados internacionales suscritos 
y ratificados por Colombia. 
 
Sin embargo la novedad de esta norma es que ya establece formas claras sobre la 
manera como deben constituirse las medidas cautelares y también trae consigo el 
estatuto de un arbitraje social. Dejando establecido  que cuando haya ausencia del 
Estado, los particulares pueden acordar en sus cláusulas descritas bien sea  unas 
cláusulas compromisorias o en ausencia de ellas se aplica lo que aparece 
consignado en la norma. 
 
 
Adicionalmente, merece destacarse en este nuevo estatuto, las disposiciones 
orientadas a garantizar la transparencia de los procesos arbitrales en general, y en 
particular  aquellos en los que median entidades públicas, se encuentran las que 
tienen que ver con el límite del número de procesos arbitrales estatales en los que 
pueden intervenir árbitros y secretarios, y sus deberes de informar sobre sus 
relaciones con partes y apoderados. 
 
  
En este sentido, lo referente al número de procesos que paralelamente pueden 
asumirse en contratación estatal, se prevé que “ningún árbitro o secretario podrá 
desempeñarse simultáneamente como tal, en más de cinco (5) tribunales de 
arbitraje en que intervenga como parte una entidad pública o quien ejerza 
funciones administrativas en los conflictos relativos a estas”52. Tiene como fin la 
anterior disposición en términos de Ramiro Bejarano Guzmán  
 
“combatir la camarilla de los arbitrajes de la contratación pública, donde se 
volvió costumbre que ciertos litigios de gran envergadura sean 
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coincidencialmente fallados por unos mismos profesionales del derecho, 
que curiosamente siempre condenan a la Nación. Eso hizo vulnerable el 
arbitraje y comprometió su prestigio”.53 
 
El estatuto arbitral consagra que “esta ley solo se aplicará a los procesos arbitrales 
que se promuevan después de entrada su vigencia”; es puntual señalar que esta 
ley entró en vigencia el 12 de octubre de 2012 y por consiguiente esta prohibición 
tuvo aplicación desde el momento en que entró a regir la ley, lo que quiere decir, 
que si al 12 de octubre de 2012 un árbitro estaba simultáneamente en 5 procesos 
tendría que renunciar irremisiblemente. 
 
Adviértase que la anterior posición es rechazada por el tratadista José Alejandro 
Bonivento Fernández, para quien la norma sólo será aplicable a los procesos que 
comiencen su curso después de la vigencia de la ley, en aplicación del régimen 
general de vigencia.  
 
Recapitulando lo expuesto frente a los orígenes del arbitraje tenemos, que se 
enmarcan con el contacto del hombre en la sociedad, es en el desarrollo de esta 
convivencia que surgen los conflictos, cuyas soluciones en un principio se dan 
acudiendo a la  fuerza,  pasando por la venganza, y evoluciona hasta ser resueltos  
por un tercero imparcial, como es el jefe de la tribu, el sacerdote o el anciano; y se 
constituye como antecedente a la justicia formal. 
 
 
Con el desarrollo del comercio, que se ubica en la edad media, se encarga a 
personas con amplios conocimientos en esta actividad la labor de resolver los 
conflictos tanto en el campo nacional como en el internacional. 
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Aunque el Código de Panamá, ya con anterioridad a 1890, tocaba el tema del 
arbitraje, en Colombia se observa que la regulación del arbitraje ha tenido como 
mecanismo alterno de solución de conflictos una evolución legislativa,  que  inicia 
con la Ley 105 de 1890, que le da un carácter jurisdiccional,  la ley 103 de 1923, 
que sienta las bases de un arbitraje contractual, se expide la Ley 105 de 1931 o 
Código Judicial, que reafirma el arbitraje como una alternativa para solucionar los 
conflictos, aparece la Ley 2da de 1938, que sustenta la cláusula compromisoria, 
que luego es reglamentada en su integridad por el Código de Procedimiento Civil y 
de Comercio.  Hasta aquí el arbitraje siempre tuvo un desarrollo vinculado al 
derecho privado, pues la intervención era exclusivamente entre particulares.   
 
 
La Ley 270 de 1976, también mencionada, reitera la facultad a los árbitros para 
ejercer funciones jurisdiccionales; con la Ley 315 de 1996 se regula ampliamente 
el arbitraje internacional, la Ley 446 de 1998 establece lo concerniente al 
procedimiento arbitral.   Después se expide la Ley 794 de 2003, que trata lo que a 
caución y suspensión del laudo arbitral se refiere.  Por último encontramos la Ley 
1563 de 2012 que integra  el tema arbitral en un solo estatuto. 
 
Se destaca además, que el arbitraje en Colombia nació como un asunto procesal,  
en su desarrollo adquirió un matiz sustancial, pero finalmente se le consagró en su 
dinámica procesal. Con la última regulación legislativa, es decir, con la Ley 1563 
de 2012, se le imprime un fuerte contenido procesal, y es poco el sustancial. 
 
Dentro de esta síntesis importante resulta hacer mención, sobre el arbitraje 
internacional, que se reguló en 1996, y hoy por hoy, con la Ley 1563 de 2012, se 
mantiene un sistema dual y se establecen reglas especiales para el arbitraje en el 
contexto  administrativo, como es la competencia del Consejo de Estado para 
conocer del recursos de anulación que se interponga frente al laudo. 
 
 
2.2. El  contrato  estatal  y  la  justicia  arbitral 
 
 
Como antecedentes históricos se puede resaltar que, con fundamento en la 
Constitución de 1830 y  la Ley 14 de 1834, se encontraban facultados los 
particulares para poner en manos de árbitros sus diferencias. Es decir, que se 
evidenciaba una justicia arbitral que ayudaba a resolver los conflictos, como ya se 
explicó detalladamente en el numeral anterior de este capítulo. Pero no solo los 
particulares poseían esta facultad, ya que en la constitución de 1830 y en la 
mencionada ley también se encuentran los antecedentes del arbitraje en materia 
estatal. A pesar de que dichos anales no son propios del derecho estatal, sino del 
derecho privado, esto en el sentido de que las normas privadas eran aplicables a 
lo estatal por la ausencia de un marco regulatorio propio. 
 
Y es que, bajo la consideración de que la contratación estatal es un camino que 
tiene el Estado para lograr los cometidos o fines impuestos por la Constitución 
Política,  a través de los particulares, enmarcado dentro del principio de 
colaboración que existe al momento de darle paso a esta figura, es decir basta con 
contribuir a estos cometidos estatales, es claro que el arbitraje resulta de 
relevancia para resolver los conflictos entre la administración y los particulares.   
 
 
 
 Ha sido importante el manejo del arbitraje en asuntos de contratos estatales, toda 
vez, que el hecho de tener la posibilidad de atender los conflictos que se suscitan 
con éste a través de esta  figura permite al particular la posibilidad de encontrar 
resultas satisfactorias a sus intereses de una manera pronta, donde la presencia 
del Estado, se define solo como una parte más del contrato.   
 
Para entender la evolución de la figura arbitral en este campo, resulta importante 
señalar la evolución histórica que ha tenido la contratación administrativa en 
Colombia, asunto que el profesor Carlos Manuel Rodríguez  Santos precisa en 
cuatro etapas, ya que a partir de ellas podemos comprender con facilidad el 
alcance del arbitraje en cada una de ellas. 
 
La primera etapa inicia con la Constitución Política de 1886 hasta el año 1964.  
Durante este período todos los contratos celebrados por la administración se 
regían por el derecho privado, siendo sometidos a la jurisdicción ordinaria. El 
profesor Carlos Rodríguez54, al referirse al tema, cita la Sentencia 12 de abril de 
1935 de la Sala de Negocios Generales de la Honorable Corte  Suprema de 
Justicia, en la cual se afirmaba: “La Nación, al contratar, queda sometida a las 
prescripciones del Derecho Común que gobiernan los contratos, siendo una de 
ellas las del art. 1602 del Código Civil”, empero, no existía claridad sobre la 
procedencia de la justicia arbitral en estos asuntos.  
 
En forma abstracta, podría pensarse, ante la asimilación de los regímenes 
normativos, la procedencia del arbitraje debería resultar indiscutible, pues la 
aplicación del régimen privado no conocía restricciones. Sin embargo, bajo la 
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consideración de que en la contratación estatal prevalece el interés general, 
podría pensarse que se excluye el arbitramento, pues son los jueces los 
guardianes de la misma. 
 
Frente a esta situación fue necesario expedir la Ley 4ª de 1964, en la que se 
amplió la necesidad del acceso a los tribunales de arbitramento con aquellos 
conflictos originados de un contrato con el Estado, es así como esta ley permite la 
procedencia del arbitraje en los contratos de las entidades públicas. 
 
El Consejo de Estado frente al tema y tratando la cláusula de caducidad y la 
cláusula compromisoria, y a pesar que la Ley 4ª amplió de forma general la 
procedencia, afirmó que no comprendía las cláusulas excepcionales, lo anterior lo 
manifiesta en  providencia del 5 de septiembre de 196855: 
 
"Es evidente que a la cláusula compromisoria no se le puede dar el alcance de que 
ella hace negatoria la cláusula de caducidad, porque esto equivaldría a haber 
prohibido en el contrato la caducidad "en forma general", o a haber renunciado 
implícitamente a la facultad de declararla. En la contraposición de las dos 
cláusulas es natural que prime la de caducidad, y que en cuanto a la 
compromisoria, ésta debe entenderse aplicada, cuando más, a aquellas materias 
no incluidas en la primera por mandato de la Ley o por voluntad del Gobierno.” 
 
 
Y es  que debe tenerse en cuenta que con  la Ley 53 de 1909 se habían emitido 
normas especiales en materia de contratación estatal, consagrando la Cláusula de 
caducidad en los contratos de gobierno, aspectos éstos que debían escapar al 
conocimiento de la justicia arbitral.  
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La segunda etapa es importante porque con el Decreto 528 de 1964 se establece 
la dualidad de los contratos estatales, en contratos privados de la administración y 
contratos administrativos, estos últimos sometidos a la jurisdicción contencioso 
administrativo56. Sobre este tema el Consejo de Estado57 ha manifestado: 
 
“El decreto ley 528 de 1964 asignó a la jurisdicción contencioso administrativa el 
conocimiento de las controversias relativas a contratos administrativos celebrados 
por la Nación o por un establecimiento público descentralizado, por un 
departamento, un municipio, una intendencia o una comisaría (literal a art. 30 y 
literal b art.32).” 
 
En sentencia C- 1436 la Corte Constitucional58 sobre el tema expresa: 
 
“Sin embargo, en boga la teoría francesa del servicio público y con ésta, la 
distinción entre contratos administrativos y contratos privados de la administración, 
se hicieron grandes esfuerzos para modificar la legislación, a fin de que las 
controversias surgidas con ocasión de los contratos denominados administrativos, 
que no eran otros que aquellos en donde se pactaba la cláusula de caducidad, 
fueran de conocimiento de la jurisdicción contenciosa. Así, el Decreto-Ley 528 de 
1964, en relación con los denominados contratos administrativos, asignó a la 
jurisdicción contenciosa administrativa la competencia para conocer de las 
divergencias surgidas en torno a éstos, en oposición a los denominados contratos 
privados de la administración, frente a los cuales, la justicia ordinaria quedó 
facultada para dirimir cualquier conflicto. Posteriormente, esta distinción quedó 
consagrada expresamente= en el decreto 222 de 1993, en donde se estatuyó la 
competencia del contencioso administrativo para conocer únicamente de los 
conflictos surgidos frente a los contratos administrativos.” 
 
Posteriormente el artículo 36 del Decreto 3130 de 1968 vino a ratificar la misma 
idea respecto de los contratos de las entidades descentralizadas59.   
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La tercera etapa en términos de Carlos Manuel Rodríguez Santos inicia con la 
expedición del Decreto Ley 222 de 1983, que como se trató anteriormente, en  él  
se dan los primeros asomos sobre el arbitraje, se definen los contratos 
administrativos, a través de un listado que enunciaba de manera taxativa los 
contratos que tenían esta condición. 
 
El Decreto 222 de 1983 que regula inicialmente el arbitraje técnico en la 
contratación administrativa, precisando en su artículo 76 la facultad de las partes 
de someter las diferencias de la relación contractual a la decisión de los árbitros.  
 
Se tienen como características propias de esta modalidad arbitral el hecho de que 
se prohíbe el arbitraje en conciencia, así como la exigencia de que los árbitros 
sean ciudadanos colombianos60. 
 
Si bien el arbitramento nos trae una regulación general, en la aplicación que de él 
se haga en la contratación estatal existen unas excepciones o complementaciones 
a las estipulaciones ya establecidas.  Las características especiales del arbitraje 
como MASC en un contrato estatal, de acuerdo con las normas sustantivas que 
rigen su funcionamiento, son (i) habrá que establecerse que la controversia  
materia de arbitraje tiene su fuente en algunas de las materias relacionadas con la 
ejecución, celebración, terminación y liquidación  de un contrato estatal e (ii) 
identificar que una de las partes sea una entidad estatal. 
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 La cantidad de árbitros, la designación, funcionamiento, constitución y 
requerimiento del tribunal se ciñe a las reglas del arbitraje en general; en cuanto al 
compromiso, hay que sujetarse a lo convenido; el plazo de duración del proceso 
es igual, excepto que para este caso la prorroga la pueden hacer los árbitros, cuyo  
término  será hasta la mitad del inicialmente pactado o legalmente establecido y 
solo procede en caso de ser necesario para la producción del laudo respectivo; la 
decisión del laudo solo es válida cuando es conferida en derecho;  el órgano 
competente para conocer del recurso de anulación es el Consejo de Estado. 
 
 
El arbitramento de manera general ha sido definido como aquel “mecanismo por 
medio del cual las partes involucradas en un conflicto de carácter transigible, 
defieren su solución a un tribunal arbitral, el cual queda transitoriamente investido 
de la facultad de administrar justicia, profiriendo una decisión denominada laudo 
arbitral.”61 
 
 
De esta definición se desprenden ciertas características. En cuanto a la 
identificación de las partes, se tiene que este mecanismo puede ser utilizado por 
una pluralidad de partes, es decir que cada una de las partes puede estar 
constituida de una serie de personas, sin que ello afecte la utilización del 
mecanismo. Además, para el arbitramento en la contratación estatal, se requiere  
que una de las partes intervinientes sea una entidad del Estado. 
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Contencioso Administrativo y se  dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y 
acceso a la justicia, art. 111. 
En cuanto a la naturaleza del conflicto, se requiere que este sea de carácter 
transigible. El Código civil62 nos trae que solo pueden ser transigibles los Derechos 
de contenido económico y patrimonial de carácter renunciable. Por su parte, en la 
contratación estatal las materias que son objeto de arbitramento son las que tiene 
que ver con la celebración, ejecución, desarrollo, terminación y liquidación del 
contrato63. 
 
 
El siguiente elemento del arbitramento tiene que ver con la estipulación de que las 
controversias suscitadas del contrato se atenderán a un tribunal arbitral. Es 
necesario para acudir al foro arbitral, que las partes en conflicto hayan  
determinado mediante la cláusula compromisoria dentro del contrato o a través de 
la suscripción del compromiso, la posibilidad de que el litigio se lleve a cabo en 
estos tribunales. 
 
 
En el arbitramento, la solución de la controversia es dada por los árbitros, y las 
partes en el proceso deben acoger la decisión que estos amparen en el laudo 
arbitral.  Es esta la característica que convierte el arbitramento en un mecanismo 
heterocompositivo, en el cual es un tercero imparcial quien resuelve la 
controversia, tal como se da  en la justicia ordinaria, y difiere de la conciliación y la 
transacción en que en estas figuras, el conflicto es resuelto por la partes con la 
ayuda de un orientador. 
 
 
El número de árbitros que conforman el tribunal arbitral es estipulado por las 
partes, sino estipulan número, este se conformara  por tres, o en su defecto uno 
                                                          
62 Código Civil. Articulo 2469 y ss. 
63Ley 80 de 1993, por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública.Art. 70. 
cuando la controversia  verse sobre un asunto de menor cuantía. De cualquier 
manera, la Ley64 estipula que el número de árbitros debe ser impar. 
 
 
El siguiente elemento que caracteriza el arbitramento es la potestad que se les 
otorga a los particulares de administrar justicia de manera transitoria. Esta 
potestad tiene fundamento en la Constitución política, cuando en su artículo 116 
señala  “Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de 
administrar justicia en la condición de jurados en las causas criminales, 
conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en 
derecho o en equidad, en los términos que determine la ley”. 
 
 
De allí que la jurisprudencia sea univoca al establecer que los árbitros si 
administran justicia y al igual que los jueces tienen que cumplir con ciertas 
obligaciones derivadas de su condición. 
 
 
El último elemento que nos trae la definición de arbitramento, tiene que ver con el 
laudo arbitral, documento en el que se sienta la decisión proferida por el tribunal 
de arbitramento luego de terminar el proceso. 
 
 
En cuanto a la forma, el laudo arbitral debe ceñirse a la estructura de una 
sentencia, conteniendo la indicación de las partes, las consideraciones o 
motivaciones, un resumen de los hechos y los fundamentos legales, cuando el 
arbitraje sea en Derecho, o las consideraciones cuando el laudo deba proferirse 
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 Ley 1563 de 2012, Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se 
dictan otras disposiciones. Art. 5 
 
 
en equidad.  Sin embargo, en materia de contratación estatal, el arbitraje esta 
dado solo para resolver en Derecho65, ajustándose sus fallos al contenido de las 
normas de contratación estatal establecidas, de tal manera que si se produce un 
fallo en equidad, el laudo es susceptible del recurso de anulación. 
 
Adicionalmente, se establecieron una serie de restricciones en el proceso arbitral, 
contenidas estas en los artículos 76 y 77 del decreto 222 de 1983 y que 
posteriormente fueron derogadas por la ley 80 de 1993.  
 
A este respecto, Jorge Hernán Gil Echeverry66 plantea que, sin embargo, la 
mayoría de la doctrina administrativa y la misma jurisprudencia consideran que 
aun aceptándose la derogatoria tacita de los artículos 76 y 77, los asuntos allí 
señalados de ninguna forma pueden ser conocidos y decididos por la justicia 
arbitral, por tratarse de facultades extraordinarias de la administración que fueron 
establecidas, igualmente, en los artículos 15 a 18 de la ley 80 de 1993. 
 
Con fundamento en lo expuesto, se afirma que no es posible el arbitraje en los 
siguientes conflictos arbitrales: 
 
1. La aplicación, interpretación, y efectos de la cláusula de caducidad. 
2. La aplicación, interpretación y efectos de la cláusula de terminación 
unilateral. 
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 3. La aplicación, interpretación y efectos de la cláusula de modificación 
unilateral. 
4. La aplicación, interpretación y efectos de la cláusula de interpretación 
unilateral. 
 
En lo que refiere a las cláusulas de reversión y sometimiento a la ley nacional, 
que se erigen como cláusulas excepcionales,  propias de contratos de 
concesión, por ejemplo, el Código de Minas contempla el arbitraje técnico, para 
solucionar las desavenencias que se presenten en esta materia67. 
 
Con relación a la  trascendencia de los artículos 24, 76 y 77 del decreto 222 de 
1983 la jurisprudencia se manifestó en el siguiente sentido: 
 
“La sala ve con extrañeza la invocación que el recurrente hace del parágrafo único 
del artículo 24 del decreto 222 de 1983, dado que tal preceptiva forma parte de la 
institución denominada interpretación unilateral de los contratos administrativos, 
materia exógena a lo que aquí se ventila. En efecto, ni antes de la integración del 
tribunal de arbitramento, ni mucho menos durante la existencia de este, se 
presentó el caso de que la administración tuviera que utilizar la referida figura que 
constituye típico poder exorbitante como doctrina y jurisprudencia lo han aceptado. 
Dicho de otra manera, la administración necesita interpretar unilateralmente un 
contrato al cual se halla vinculado y en él aparece pacto arbitral, no resulta 
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legalmente posible desarrollar el arbitramento sin que previamente se hubiere 
cumplido lo relativo a la interpretación unilateral y de contera, lo así interpretado en 
virtud de esa potestad exorbitante no será materia arbitral. Pero si la 
administración no tuvo necesidad de llegar a efectuar la susodicha interpretación 
unilateral, como es el caso de autos, nada tiene que jugar aquí la normativa 
invocada por el recurrente”68. 
 
La cuarta etapa, que inicia con la expedición de la Ley 80 de 1993,  se caracteriza 
por acabar con la discusión entre contratos administrativos y contratos privados de 
la administración, pues establece como única categoría  los contratos estatales, 
con jurisdicción y competencia de lo contencioso administrativo.    
 
Con esta ley por primera vez se establece en el derecho público un capítulo sobre 
resolución de controversias, en el que se reafirma la utilización de los métodos 
alternos de resolución dentro de los cuales el arbitraje cuenta con un sitio 
claramente respetado y  definido69.    Los contratos estatales se integran con las 
normas privadas, permitiéndose cualquier pacto o contrato por parte de las 
entidades públicas, entre ellos el pacto arbitral, el cual fue reconocido 
expresamente en la ley como mecanismo de solución de conflictos alterno al 
aparato judicial. 
 
Pero es que no podía ser otra forma, pues la Constitución Política de 1991 
reconoció la posibilidad de utilizar los sistemas alternativos de solución en materia 
de litigios contractuales, con figuras como la conciliación, la amigable 
composición,  la transacción,  el arbitraje, sin que existiera restricción alguna en 
asuntos estatales.   
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Así lo manifestó la Honorable Corte Constitucional70: 
 
“Significa lo anterior que el Estado, al igual que los particulares, puede someter las 
divergencias surgidas con ocasión de un contrato donde es parte, a la decisión de 
terceros investidos de la facultad de dirimir definitivamente la controversia, sin que 
con ello se considere vulnerado el interés público que los contratos estatales 
implícitamente ostentan, o se discuta la facultad de la administración para transigir, 
tal como aconteció hasta no hace pocos años”.  
 
Los límites al pronunciamiento arbitral, en este caso, están determinados 
entonces, por la naturaleza misma del arbitramento y las prescripciones legales 
sobre la materia, según las cuales, éste sólo es posible en relación con asuntos de 
carácter transigible.” 
 
Cabe resaltar que  la Ley 80 de 1993, consolida el empleo del arbitraje en el área 
estatal, por tal razón, incluso, consagra la  restricción a la prohibición de la 
estipulación de la cláusula compromisoria o la suscripción del compromiso para 
dirimir las diferencias surgidas en el contrato estatal. En relación con lo anterior, la 
Cámara de Comercio de Bogotá71  manifiesta: 
 
“esta disposición que pudiera parecer fuera de lugar y de contexto, responde a la 
necesidad de evitar la práctica, acordada en determinada época por algunas 
entidades del estado, de prohibir el uso del arbitraje en la medida en que fue 
calificado en algunos foros de discusión sobre la materia como perjudicial para los 
intereses de aquél, conclusión a la que se llegó luego de un sesgado e interesado 
análisis que, en ultimas, favorecía la no responsabilidad de los funcionarios del 
estado. En la medida en que dichas razones carecían de un verdadero asidero 
jurídico y práctico y que, por el contrario, resultaba perjudicial, se estableció el 
principio reseñado para despejar toda duda razonable sobre el particular”. 
 
De acuerdo a lo establecido en la ley, pueden ser susceptibles de arbitraje, de 
forma general, las controversias que surjan en torno de los contratos estatales; los 
cuales son definidos por la misma en su artículo 32:  
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 “Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones 
que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el 
derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la de la 
autonomía de la voluntad…” 
 
Se puede decir, que esta normatividad  constituyó  el nuevo y vigente estatuto en 
contratación estatal que acepta  el uso de los mecanismos alternos para 
administrar justicia y, en concreto, el arbitramento, siempre que tuvieran clausura 
compromisoria o si se pactan compromisos cuando no se hubiera estipulado el 
acuerdo arbitral en el contrato. 
 
 
Esta institución del arbitraje es una alternativa en los conflictos relacionados con 
las relaciones contractuales estatales,  razón por la cual en esta clase de contratos 
se prohíbe por la Ley 80 de 1993, negar la posibilidad de establecer la cláusula 
compromisoria, pues es claro que con ella, se puede evitar de forma excepcional 
el proceso administrativo, y de acudir al mencionado mecanismo privado.   
 
De allí se sigue que todo lo que concierne con celebración, ejecución, desarrollo, 
terminación o liquidación de dichos contratos, son objeto, como regla general, de 
arbitraje. 
 
De otro lado, la Directiva Presidencial 02 de 2003 imparte órdenes  para que las 
entidades públicas, como lo son, la vicepresidencia de la república, los ministerios 
del despacho, las direcciones de los departamentos administrativos y los 
directores, gerentes y presidentes de entidades centralizadas y descentralizadas 
del orden nacional, apliquen los métodos alternativos de solución de conflictos 
entre ellas, basándose en el desarrollo de los principios de economía procesal y 
satisfacción de los fines del estado social de derecho, esta establece que: 
  “cuando entre las entidades destinatarias de esta directiva exista un conflicto 
jurídico susceptible de ser negociado, antes de acudir a la vía procesal o al 
arbitraje, estas entidades deberán buscar la solución del conflicto a través de los 
mecanismos alternativos de solución de conflictos que establece la ley”. 
 
En este sentido, las entidades destinatarias de la directiva en mención, tienen la 
obligación de acudir siempre al procedimiento de conciliación extrajudicial en 
materia contencioso administrativa consagrado en las leyes 23 de 1991, 446 de 
1998 y 640 de 2001.En el caso de que no se obtenga un acuerdo, las entidades 
estatales destinatarias de esta Directiva antes de someter su conflicto a la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa o al procedimiento arbitral requerirán 
concepto previo de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación del Ministerio del 
Interior y de Justicia. 
 
Vemos entonces, que resulta importante expresar, que la Ley 80 de 1993 ubica al 
arbitraje después de haber remitido a las partes al arreglo directo, a la amigable 
composición y a la conciliación y según el fin buscado por el legislador, para 
despejar las dudas que se venían presentando respecto a su procedibilidad. 
 
En relación a la potestad que recae sobre los árbitros para resolver controversias, 
no se pueden pactar actos en conciencia y en equidad, sino exclusivamente en 
derecho, es decir, para que los árbitros puedan fallar  deben fundamentarse en el 
ordenamiento vigente, sin que tengan el imperio para hacer flexible la norma 
sustancial aplicable al caso en concreto. Igualmente, hay que remitirse a las 
normas vigentes para la designación de los árbitros, requerimiento, constitución y 
funcionamiento del tribunal. 
 
Debe destacarse también, que la Ley 80 de 1993, en lo referente al objeto del 
arbitraje en los contratos estatales, suprime la previsión normativa contenida en el 
artículo 76 del decreto 222 referente a la incompatibilidad de la cláusula 
compromisoria con la cláusula de caducidad y las demás facultades unilaterales 
en la improcedencia del arbitraje para su pronunciamiento sobre la legalidad de 
dichos actos, sin embargo tener competencia para tomar decisiones sobre los 
efectos económicos de los mismos. Con base en lo anterior y de acuerdo a Ley 80 
de 1993, pueden ser objeto de arbitraje, de forma general, todas las controversias 
que surjan de los contratos estatales. 
 
Cabe resaltar la importancia de la figura del arbitraje como mecanismo alterno a la 
solución de conflictos, ya que es considerado como una vía efectiva y ágil en la 
solución de controversias, pero no solo el arbitraje,  sino todos los mecanismos 
alternos resultan relevantes ante la cambiante realidad de las relaciones jurídicas 
entre los asociados. Adicionalmente, la legislación colombiana da soporte a estas 
figuras, permitiendo así que ciudadanos facultados por la ley tengan la potestad de 
administrar justicia, mediante la aplicación de dichos mecanismos. 
 
 
Como quinta etapa encontramos la expedición de la Ley 1563 de 2012, que unifica 
las normas de arbitraje nacional e internacional, en un solo estatuto, modificando 
el Decreto 2279 de 1989, que solo regulaba el arbitraje nacional.   
Importante resulta realizar un análisis de tan importante Ley, sin embargo teniendo 
en cuenta la estructura de mi trabajo, solo resaltaré aquellos asuntos que 
conciernen a la esencia del mismo. 
 
 
 
 Así las cosas encontramos, que al hablar de arbitraje desaparecen los conceptos 
distintos al arbitraje en derecho, lo que no sucede con el laudo, donde la norma 
contempla el laudo en derecho, equidad, y el laudo técnico.    Se define de manera 
puntual que la naturaleza jurídica del laudo conforma todas las exigencias de una 
verdadera sentencia, lo que permite que esta produzca sus efectos.  
 
 
Lo que respecta a los actos administrativos expedidos en ejercicio de facultades 
excepcionales, se establece la posibilidad de ser sometidos a proceso arbitral, 
pero obligando a proferirse un laudo en derecho, atendiendo a que una de las 
partes es una entidad pública. 
 
 
Otras de las modificaciones que trajo consigo la Ley 1563 de 2012, tiene que ver 
con el Laudo arbitral que  independientemente del lugar en que se produzca, será 
ejecutable, y con respecto a los laudos internacionales que tenga como sede 
Colombia, se consideran nacionales y se eximen de su reconocimiento, siendo 
posible ejecutarlos directamente, siempre y cuando no se haya renunciado al 
recurso de anulación y denegado dicho reconocimiento este debe obedecer a las 
causales que contempla de manera taxativa la Convención de Panamá y  Nueva 
York ConventionArbitration. 
 
 
 
 
 
3. CAPÍTULO TERCERO: REEMPLAZO O COMPLEMENTO,  
LA DUALIDAD DEL ARBITRAJE 
 
En el presente capítulo, haremos un esbozo de todos los criterios generales que 
defienden y que critican al arbitramento como tal, desde su aplicación hasta su 
funcionabilidad que conlleven el procedimiento en cada uno de los autores que 
intervienen en el conflicto y la resolución de las controversias, pasando por las 
razones de cada uno de ellos (los particulares, el Estado y por supuesto la opinión 
del suscrito), para ello empezamos diciendo que Según el Doing Business, 
Colombia ocupa el puesto 149 entre 183 países en lo que se refiere al indicador 
que mide la eficiencia judicial, principalmente por el excesivo tiempo que se toman 
los procesos judiciales72. 
 
El arbitraje, como método de solución de conflictos, en virtud del cual las partes 
defieren la solución de un conflicto a un tribunal arbitral, se ha convertido en uno 
de los métodos de mayor expansión en América Latina, debido a la rapidez, 
especialidad y eficiencia propias de este método. Para nuestro país estos verbos 
rectores se convertirán en un reto en aras de brindar la seguridad que este tipo de 
procedimientos le pueden otorgar al sistema judicial en general. 
 
3.1. La justicia arbitral  y las soluciones en términos de igualdad.  
 
 
Como todos bien sabemos, la figura del arbitraje es el mecanismo más perceptible 
que se utiliza cuando nos referimos a obtener fallos de manera más ágil cuando 
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de procedimiento se trata ya que existen otras opciones que de manera previa 
pueden regularse como son la negociación directa, sin embargo, existen 
problemáticas estatales que antes podían tardar muchos años y hoy en día con la 
entrada en vigencia y con mayor frecuencia utilizado se puede tener como 
resultado, un laudo arbitral de forma más expedita y clara. 
 
 
Sin embargo, hay posiciones que piensan que este procedimiento arbitral puede 
ocasionar o generar gastos de diversa índole del cual las partes no se pueden 
librar, ya que se hace necesario invertir para poder obtener los resultados que se 
necesitan en el menor tiempo posible, en comparación con un proceso que curse 
al interior de la administración de justicia ordinaria que tiene como principio 
fundamental la gratuidad.  
 
 
Claro está, en este orden de ideas no podemos dejar de mencionar el 
“arbitramento social” que esta ya reglamentado en la Ley 1563 de 2012 y que 
estaba siendo utilizado por ejemplo por las Cámaras de Comercio o los centros de 
conciliación autorizados pero en forma excepcional y cuando eran con ocasión a 
“campañas” no de manera legal y reglada como ya se ha dicho. Encaminada a la 
realización de arbitrajes gratuitos administrados por los centros. Este modelo sigue 
las pautas del que hace ya varios años viene ofreciendo el Centro de Arbitraje de 
la CCB prestando el servicio de Arbitraje de forma gratuita para conflictos en los 
que sea parte una mipyme, beneficiando durante los últimos 4 años a cerca de 
300 empresarios, quienes han solucionado definitivamente sus conflictos a través 
de este mecanismo73. 
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Esto tiene sus ventajas y desventajas de todo orden, como bien conocemos, es 
mucho más rápida la justicia arbitral y pero en el aspecto económico no resulta  
muy generosa, para sustentar esta afirmación, podemos mencionar la ponencia 
del Doctor Pierre Tercier quien analizando la duración y los costos del arbitraje 
comenta:  
 
“…una crítica que afirma que es un procedimiento con falta de independencia, que 
lleva a resultados insatisfactorios, que cuesta demasiado y que además es 
sumamente largo. ¿De dónde vienen esas críticas? Hay que saber de dónde 
vienen y no negarlas. En primer lugar, esas críticas proceden de quienes están en 
el arbitraje, me atrevería a decir que de las partes mismas, sobre todo de las que 
pierden, que encuentran que el procedimiento fue muy largo para finalmente salir 
perdiendo y tener que pagar la totalidad de los gastos. También puede ser la 
perspectiva de quien gana, que piensa que se requirió demasiado tiempo para que 
al fin y al cabo le dijeran que tenía la razón y que, de todas formas, tendrá que 
sufragar gastos…”74 
 
 
 
3.2.La Constitución como depositaria del modelo político para salvaguarda 
de la igualdad como principio.  
 
Sin lugar a dudas,  la Constitución  se convierte en la Ley fundamental de un país, 
o con un concepto más completo, tal como lo cita el tratadista Naranjo Meza, “es 
el conjunto de normas fundamentales para la organización del Estado, que regulan 
el funcionamiento de los órganos del poder público, y que establece los principios 
básicos para el ejercicio de los derechos y la garantía de las libertades dentro del 
Estado”75, y el profesor Ocampo López expone “Los pueblos democráticos tienen 
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la Constitución como una Ley fundamental de la organización del Estado,  o eje 
del poder supremo, por la cual se regula su ejercicio”.  
 
En este sentido, encontramos que en Colombia, la Carta política  como plexo 
recoge en su parte dogmática la declaración de derechos del individuo y se 
convierte en garante de la efectividad de estos. 
 
Dentro de este horizonte, el derecho a la igualdad, no escapa a la figura del  
arbitraje, que se muestra en un procedimiento arbitral ajustado a la norma 
constitucional, en el cual las oportunidades a las partes que intervienen responden 
a un juicio de legalidad y al postulado de justicia. 
 
Precisamente en la búsqueda del desarrollo de la igualdad, la Ley 1563 de 2012 
instituyó el amparo de pobreza, por ejemplo y frente al tema de la falta de recursos 
por quien inicia el trámite arbitral, la misma permite, que la otra parte sufrague los 
gastos, sin perjuicio de la condena en costas; esto con el fin de que el proceso 
arbitral no se paralice y por consiguiente, no pierda el reconocimiento de una 
justicia rápida, con un matiz económico.    
 
Se trata entonces, de una igualdad material.  A pesar de explicaciones como las 
de Juan Almonacid Sierra76 para quien el arbitramento  adquirió un matiz 
económico, lo que lo hizo fuerte en su aplicación y le dio el carácter oneroso que 
hoy por hoy constituye uno de los principales factores críticos para acceder al 
arbitraje. Pues los elevados costos no hacen de este un mecanismo eficiente en el 
entendido de que no todas las personas podrán acudir a él sino cuentan con los 
ingresos económicos suficientes. Lo que lo constituiría en un dispositivo negocial-
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procesal, pues los grandes litigios en contratos estatales se dirimen ante la justicia 
arbitral. Sin embargo, no se tiene en cuenta a este respecto, que en la práctica la 
cláusula compromisoria es impuesta por el estado. 
 
Esta figura ha sido cuestionada también por parecer para algunos autores como 
una sustitución a la justicia y por otros como un mecanismo complementario.  
 
Quienes sostienen su carácter sustitutivo se basan en la función que ha sido 
otorgada a este mecanismo y la regulación autónoma que contempla el 
procedimiento arbitral, la calidad del fallo que ostenta la calidad de cosa juzgada77.  
 
 
En este orden de ideas, con la entrada en vigencia de la nueva norma Ley 1563 
de 2012 ya ampliamente comentado, con respecto a la violación que se podría 
tener con respecto al derecho a la igualdad, encontramos el concepto No. 5495 de 
la Procuraduría General de la Nación quien define la exequibilidad de los artículos 
8 inciso dos que contempla:  
 
  “…Artículo 8°. Designación de los árbitros. Las partes 
nombrarán conjuntamente los árbitros, o delegarán tal labor en un 
centro de arbitraje o un tercero, total o parcialmente. La designación a 
cargo de los centros de arbitraje se realizará siempre mediante sorteo, 
dentro de la especialidad jurídica relativa a la respectiva controversia y 
asegurando una distribución equitativa entre los árbitros de la lista.  
 
Ningún árbitro o secretario podrá desempeñarse simultáneamente 
como tal, en más de cinco (5) tribunales de arbitraje en que 
intervenga como parte una entidad pública o quien ejerza 
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funciones administrativas en los conflictos relativos a estas...” 
(Negrillas fuera de texto)78.  
 
Ya que según la actora, era claramente violatorio al derecho a la igualdad porque 
“establecen restricciones irrazonables e injustificadas que limitan la igualdad de 
trato y de oportunidades en el ejercicio del arbitramento. Que en el caso del inciso 
segundo del artículo 8 se está regulando de manera desigual el ejercicio de una 
profesión ya que se establecen límites a la persona que participa en tribunales de 
arbitramento en las que son parte entidades del Estado o en aquellas que cumplen 
funciones administrativas, aspecto no exigible para la participación en los 
tribunales de arbitramento de demás entidades. Refiere otras violaciones 
relacionadas con el derecho de igualdad frente a las distintas especialidades del 
derecho y a las distintas profesiones…79” 
 
Esta demanda no tuvo éxito por cuanto son opiniones subjetivas relacionadas con 
el ejercicio de una profesión el cual no conto con la anuencia de dicha entidad que 
analizo la situación. 
 
Para la opinión del suscrito, esta norma constituye un avance de gran envergadura 
y que tendrá adeptos y detractores por la implementación de cada procedimiento 
en general, sin embargo, analizadas en el rango internacional ha generado un 
gran espacio en el desarrollo de la seguridad jurídica e inmediatez que nuestra 
norma nos ofrece para la solución de todos los conflictos que se susciten. 
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 3.3. El arbitramento en asuntos de contratación estatal: sustitución, o 
complementación de la justicia ordinaria. 
 
 
El carácter complementario del arbitraje puede justificarse en el hecho de que, si 
bien el constituyente les reconoció un papel importante a los particulares en la 
administración de justicia, recurrir a estos mecanismos es una opción y no una 
obligación, por lo que en este sentido son una vía diferente pero que en manera 
alguna resulta obligatoria o imperativa, al punto que una de sus funciones es 
ayudar, en la medida de sus capacidades, a la descongestión del aparato judicial. 
Las personas deciden libremente acudir a él para poner fin a sus controversias, 
permitiendo la descongestión de los despachos judiciales y la participación activa 
de los particulares en la definición de sus conflictos80. 
 
 
Respecto de estas consideraciones la Corte Constitucional ha establecido: 
 
 
“Si bien la Corte ha avalado la justicia arbitral como un mecanismo alternativo para 
la solución de los conflictos, ello no puede interpretarse en el sentido que aquélla 
resulte privilegiada frente a la función permanente de administrar justicia por parte 
del Estado, ni que ésta pueda verse cada vez más sustituida o reducida en su 
campo de acción. La institución de la justicia arbitral, que es onerosa, no puede 
expandirse a tal extremo que implique el remplazo de la administración de  justicia 
gratuita a cargo del Estado. Debe buscarse, por el contrario, el fortalecimiento de 
ésta para que ella sea la preferida y utilizada por las personas para solucionar sus 
conflictos,  de tal suerte que a la justicia arbitral sólo se acuda excepcionalmente y 
como una mera opción. Ello es así, porque robustecer en extremo la justicia 
arbitral en desmedro de la justicia a cargo del Estado, puede significar, en muchos 
casos, que se imponga a la parte débil en una relación jurídica, por la vía del 
arbitramento, la solución de un conflicto, que en ciertas ocasiones puede implicar 
la renuncia a sus derechos e intereses” 81. 
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Bajo este criterio, identifico mi posición en el entendido de que el arbitramento no 
surte las características suficientes para constituir un modelo de justicia 
independiente y paralela a la estatal, pues, debe recurrir a la justicia contenciosa 
para dirimir las controversias relacionadas con el recurso de anulación del laudo, 
además de acudir también a ella para los actos administrativos.  El arbitramento 
surge como una complementación a la justicia estatal y allí se ha mantenido, de 
ahí que el tribunal de arbitramento, tenga una existencia transitoria, limitada a la 
resolución del conflicto para el cual fue convocado.  
 
 
En este orden de ideas y en relación con los mecanismos alternativos de solución 
de conflictos, la Corte Constitucional ha dicho: 
 
 
“resulta claro que la justicia estatal formal no siempre es efectiva, en especial 
cuando no se han previsto recursos judiciales idóneos y suficientes que faciliten la 
solución pacífica de los conflictos, o cuando la complejidad de los procedimientos 
o de las condiciones de tiempo, modo y lugar exigidas por el legislador restringen 
la capacidad de alcanzar el goce efectivo de los derechos cuya protección se 
busca al acudir a las instancias judiciales. Los mecanismos alternativos de 
resolución de conflictos no representan una desconfianza hacia la justicia estatal 
formal, sino un reconocimiento de que procedimientos menos formales y 
alternativas de justicia que complementan las opciones a las cuales pueden acudir 
las personas para resolver sus disputas82. 
 
 
 
 
El arbitraje como mecanismo alterno de resolución de conflictos en materia  de 
contratos estatales, no representa una desconfianza hacia la justicia formal 
estatal, sino un reconocimiento de que procedimientos menos formales 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-1195/01. Magistrados Ponentes: Manuel José Cepeda, Marco Monroy 
Cabra. 
complementan las opciones a las cuales pueden acudir los contratantes para 
resolver sus disputas83. 
 
 
Es así como la justicia arbitral se constituye en un servicio facultativo de solución 
de conflictos, que no pretende de ningún modo sustituir a la jurisdicción 
contenciosa administrativa, sino que como estrategia de descongestión judicial 
busca complementarla. Permitiendo de este modo, que litigios en relaciones 
negóciales específicas que  asiente el estado, puedan ser resueltos de forma 
pronta y eficaz en el seno de un tribunal de arbitramento. Contribuyendo así, a la 
dinámica que exige la contratación y logrando que las controversias se solucionen 
empleando mejores parámetros que los que se han establecido 
convencionalmente.  
 
 
Teniendo en cuenta este tema de la congestión en la administración de justicia en 
lo contencioso administrativo, el arbitraje en este sentido brinda una enorme 
celeridad como herramienta de mayor accesibilidad y eficiencia para controversias 
particulares en donde la jurisdicción del estado pareciera variar por la naturaleza 
de la relación negocial. Adicionalmente, permite la participación activa de los 
particulares en la definición de sus conflictos. A este respecto y con base a los 
mecanismos alternos de solución de conflictos la Corte Constitucional84 ha 
expresado: 
 
 
"...estos mecanismos alternativos de resolución de conflictos encuentran 
base constitucional no sólo en su reconocimiento expreso en el artículo 116 
superior sino también en otros principios y valores constitucionales. Así, su 
presencia puede constituir una vía útil, en ciertos casos, para 
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 El Arbitraje en los Contratos Estatales. Pontificia Universidad Javeriana. Bogotá. 2003. En: 
http://www.javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere5/TESIS48.pdf 
84Corte Constitucional. Sentencia C-163 de 1999 M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
descongestionar la administración de justicia formal, con lo cual se potencia 
la eficacia, celeridad y efectividad de la justicia (CP art. 228). Además, y 
más importante aún, la Carta establece un régimen democrático y 
participativo (CP art. 1º), que propicia entonces la colaboración de los 
particulares en la administración de justicia y en la resolución de sus 
propios conflictos.  En ese orden de ideas, es perfectamente posible que el 
Legislador estimule la resolución de conflictos directamente por los propios 
afectados, por medio de figuras como la conciliación o la amigable 
composición, o por terceros que no sean jueces, como sucede en el casode 
los árbitros o de ciertas autoridades administrativas y comunitarias" 
 
 
En el sentido de que si el arbitraje desplaza o no a la justicia estatal, la misma 
corporación manifiesta: 
 
 
“que los medios alternativos de resolución de conflictos permiten la 
realización de un sinnúmero de principios y valores que son  fundamento 
mismo de la Constitución de 1991. Sin embargo, éstos no pueden ni han de 
ser entendidos de forma tal, que desplacen definitivamente al Estado como 
 administrador de justicia, cuando es de la esencia de un Estado, y más aún 
de un Estado concebido como Social de Derecho, contar con un aparato de 
justicia que en forma pronta, oportuna y eficaz haga realizable y garantice 
los derechos de los individuos, en procura de lograr una convivencia 
pacífica de todos los asociados”.  
 
 
Se puede concluir entonces, que con el empleo de la justicia arbitral no se busca 
de ningún modo que se reemplace a la justicia convencional del estado, ya que le 
es inherente a este el administrar justicia en pro de potenciar la efectividad y la 
celeridad de la misma. Y es aquí donde el arbitraje juega un papel importante en el 
alivio de las pesadas cargas que posee la justicia del estado. 
 
 
En términos de Leopoldo Romero Gálvez85, la promoción del arbitraje como 
mecanismo para la resolución de conflictos en todos los aspectos relacionados 
con la celebración, ejecución, terminación y liquidación de un contrato estatal, es 
una forma de aumentar la confianza pública de los contratistas en terceros 
imparciales dentro de un marco filosófico distinto en donde sobresalen varias 
premisas básicas que deberían terminar por convertirse en valores aceptados por 
nuestra cultura. 
 
 
Para el referido autor, estos valores serian (i) el respeto de autodeterminación de 
las partes al suscribir el contrato estatal, (ii) la imparcialidad que supone la no 
intromisión del poder interventor en la decisión de las partes y (iii) la 
confidencialidad, por la cual nadie más que los propios interesados saben de qué 
se trata la controversia. 
 
 
De acuerdo a lo anterior, se infiere que el arbitraje en la contratación estatal se 
establecería como un procedimiento donde priman la autonomía de la voluntad, la 
confidencialidad y en el cual se gastaría menos tiempo en la solución de la 
controversia, arrojando corolarios beneficiosos para los intervinientes. 
 
 
Y si del principio de la autonomía de la voluntad en el arbitraje se trata, la corte 
Constitucional se ha referido a este diciendo: 
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“La nota característica de este instituto, está en que los sujetos en controversia o 
que prevean que pueden llegar a estarlo, determinen autónoma y voluntariamente 
que su diferencia no será decidida por el Estado a través de sus jueces, sino por 
un particular a quien ellos le reconocen el poder y la competencia para resolver 
sus desavenencias - poder habilitante de las partes -. Es, en este contexto, en 
donde el arbitramento adquiere su condición de mecanismo alternativo de 
resolución de conflictos, pues son las partes las que voluntariamente y sin apremio 
alguno, deciden no hacer uso del aparato de justicia estatal”.86 
 
 
Por otra parte, es preciso anotar que la definición de la materia susceptible de 
arbitraje en controversias relativas a contratos estatales se encuentra actualmente 
limitada no sólo en lo referente a la habilitación de las partes y la transitoriedad de 
la función de administrar justicia por parte de árbitros, sino también en lo que 
concierne al ejercicio de las potestades unilaterales de la administración 
contratante87.  
 
Lo anterior implica entonces, examinar cuales son las materias aptas de ser 
resueltas por un tribunal arbitral. Hay que destacar entonces, que de acuerdo a las 
fuentes formales que rigen el arbitraje, la limitación de la extensión, proyección de 
la actividad y ámbito de competencia de los tribunales arbitrales emana de un 
mandato legal y no de una disposición constitucional directa, en el cual el 
significado de lo que es transable o no, tiene la potestad de determinar el limite 
ante el cual se pueden pronunciar los árbitros en materia de contratación estatal. 
 
En este sentido, la Corte Constitucional88 ha sido enfática sobre el carácter 
transigible de una controversia, y ha expresado: 
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 “En este contexto, se ha entendido que la  justicia arbitral sólo puede operar 
cuando los derechos en conflicto son de libre disposición por su titular, es decir, 
que frente a ellos exista la libertad de renuncia en un todo o en parte. Esta 
capacidad de renuncia o de disposición, es lo que determina el carácter de 
transigible de un derecho o de un litigio. Esta libertad de renuncia está 
determinada por la naturaleza misma del derecho y corresponde al legislador 
establecer en qué casos ésta es posible - capacidad legal de disposición -. Así, 
frente a ciertos derechos o bienes, el legislador podría optar por permitir su 
disponibilidad y, en esa medida, los conflictos que de ellos se susciten someterlos 
 a la decisión de un árbitro, si esa es la voluntad de las partes”. 
 
Quiere decir esto, que  los derechos y bienes patrimoniales respecto de los cuales 
sus titulares tienen capacidad de disposición, constituyen materia susceptible de 
arbitraje. 
 
Supuesto esto, aun cuando se trate de una clausula accidental cuya medida legal 
conforma un mínimo contenido, debe tenerse en cuenta, en relación con el 
principio de legalidad que rige toda actividad administrativa, que la ley 80 de 1993 
consiente en someter a la justicia arbitral las controversias referentes a la 
celebración, ejecución, desarrollo o liquidación del contrato estatal,trascendencia 
que ha sido sujeto de interpretación por la jurisprudencia, superando la 
consagración legal, para así exceptuar del arbitramento la potestad de proferir  
decisiones sobre la legalidad de actos administrativos, sobre temas de orden 
público o sobre cuestiones que no sean susceptibles de transacción o conciliación, 
por considerarse estos exclusivos de la jurisdicción contencioso administrativa por 
expreso mandato constitucional. 
 
En relación a lo anterior, el Consejo de Estado89 ha manifestado lo siguiente: 
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 “En cuanto a las materias o temas que pueden ser objeto de decisión arbitral, 
estima la Sala que aún  en el evento de que las partes no señalen límite alguno a 
las facultades que confieren a los árbitros, no por ello hay lugar a entender 
siempre que las mismas son ilimitadas, pues no puede olvidarse que existen 
temas y materias que el legislador excluye del juzgamiento arbitral y sobre los 
cuales, aun cuando las partes manifiesten en la cláusula compromisoria otorgar tal 
competencia, no les es posible a estos falladores pronunciarse sobre ellas,  como 
por ejemplo, cuando dicha cláusula permite el juzgamiento de aspectos que 
comprometen el orden público, el régimen constitucional, o cuando implica un 
menoscabo de la autoridad del Estado [...] De lo anterior, se colige que en  
 
principio, el Tribunal de Arbitramento es competente para pronunciarse acerca de 
aquellos puntos que le han sido asignados por las partes dentro de la cláusula 
compromisoria, salvo que se trate de aspectos que comprometen el orden público, 
o se discuta la legalidad de los actos administrativos, así como aquellos temas que 
por su naturaleza no sean transigibles, cuya competencia le está vedada a los 
árbitros, ya que ésta radica únicamente en cabeza de la Justicia Contencioso 
Administrativa, así las partes hayan pactado lo contrario”. 
 
 
En cualquier caso, y observando los aspectos legalmente expresados, los 
intervinientes podrán establecer los asuntos que serán conocidos por la justicia 
arbitral, y cuáles serán dejados en manos de la justicia de lo contencioso 
administrativo. 
 
Ahora bien, respecto a la  transmisibilidad inherente al conflicto que se va a 
conceder a un tribunal arbitral, se considera que la disponibilidad del derecho se 
constituye en un sustento base para acceder al arbitraje, disponibilidad que debe 
ser calificada por el legislador de conformidad con las circunstancias actuales 
imperantes y no debe circunscribirse única y exclusivamente a la materia 
transigible90, de aquí se infiere que las apreciaciones que realice el intérprete 
                                                                                                                                                                                 
 
 
90Ibíd. Pág. 62. 
cuando se pronuncie sobre cualquier asunto, deben estar fundamentadas desde 
un enfoque dinámico y sustentado jurídicamente, que contribuya en ajustar el 
contenido de la norma a las necesidades del medio jurídico. Sin embargo, no 
podemos dejar a un lado aquellos laudos que se sustentan sobre la base de un 
peritazgo o los llamados técnicos que se refieren  
 
Adicionalmente, según la jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional en lo referente a la legalidad o ilegalidad del acto se excluye del 
ámbito de lo transable, ya que no constituye un derecho de  libre disposición de 
los intervinientes y por consiguiente no es susceptible de decisión por parte de un 
tribunal arbitral. 
 
Al respecto el Consejo de Estado91 ha expresado lo siguiente: 
 
“empero, aun en la ocurrencia de que la cláusula compromisoria llegara a 
contemplar tal permisión, el juez excepcional, esto es, el arbitral, tendría vedado 
pronunciarse sobre la legalidad del acto y los efectos no transigibles, pues es éste 
un aspecto en que se encuentra seriamente comprometido el orden jurídico, para 
cuya protección, en el caso de la actividad estatal, se halla instituida la jurisdicción 
contenciosa administrativa, de manera exclusiva y excluyente a cualquier otra 
jurisdicción o autoridad, por tratarse de una función del estado que implica 
manifestación del poder público, el cual es ajeno a la actividad de los 
administrados. Lo anterior desde luego, sin perjuicio de la facultad de la 
administración para revocar sus propios actos”. 
 
 
La jurisprudencia anterior, plantea que por la razón de haberse expedido un acto 
administrativo contractual, los conflictos surgidos en él no son susceptibles de 
arbitraje, debido a que dichos actos tienen nacimiento en las facultades 
unilaterales de la administración, y por consecuencia dada su naturaleza de orden 
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público no son negociable, debate y estudio que se podría generar sobre las 
consecuencias económicas de los actos administrativos, ya que a través de una 
decisión arbitral, al parecer y de forma indirecta, se está estudiando  el fondo de la 
legalidad del acto administrativo: si condena al estado se da a entender que el 
acto fue ilegal; sino condena al estado se da entender que el acto fue legal, pero 
ello implicaría otro trabajo que se dedique exclusivamente a los efectos jurídicos 
de este tipo de actos. 
 
Empero lo anterior, el arbitraje como un mecanismo de resolución de conflictos en 
la administración, está atado entrañablemente a la obtención  de una justicia 
pronta y eficaz, y a la satisfacción del interés público, por cuanto su objetivo es 
agilizar y facilitar la solución de los  conflictos, en beneficio de una administración 
más consensuada y menos disputable. 
 
De lo que ya se ha expuesto, podemos resumir, que los límites del arbitraje en 
materia de contratación estatal están supeditados a la determinación por la 
habilitación de las partes y por la naturaleza del objeto controvertido. 
 
En este orden de ideas es pertinente resaltar la designación de auto competencia 
por parte de los tribunales arbitrales y el exceso del límite de competencia arbitral, 
problema que repercute en la toma de decisiones arbitrales fuera de la esfera en 
la que esta figura opera, emitiendo así laudos arbitrales con anomalías sobre 
puntos que no son sujetos de decisión arbitral, esto con el único fin de ensanchar 
la transitoriedad de sus facultades, para así obtener provecho en la garantía de 
sus honorarios, en detrimento de los interese estatales. 
 
De esta manera, los árbitros se designan su propia competencia, siguen con el 
proceso y emiten un laudo que luego es declarado nulo por error de falta de 
competencia. 
 
Es así, como el irrespeto a los límites establecidos ha traído consecuencias 
jurídicas y económicas a quienes creen que contribuyendo con las altas 
erogaciones propias de la justicia arbitral, pueden lograr una solución pronta y 
efectiva a sus controversias, situación que resulta perjudicial cuando la decisión se 
torna anulada al considerar al tribunal arbitral como incompetente, precisando 
particularmente la trascendencia de la causal de anulación de los laudos 
consagrada en el artículo 163, numeral 8 del decreto 1818 de 1998, “haber 
recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los Árbitros”. 
 
Adicionalmente, en la jurisdicción constitucional al infringir los árbitros sus deberes 
legales, se instituyen como una de las causales contra las cuales procede la 
acción de tutela, en los siguientes casos: (i) abstenerse de asimilar la cláusula 
compromisoria restringida al pacto arbitral general que abarca todos los conflictos 
transigibles que surjan de la relación contractual, y (ii) reconocer y aceptar que, 
por regla general, el juzgamiento de las diferencias que versen sobre actos 
administrativos está reservado a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo92. 
 
En términos de Juan Jorge Almonacid93 los límites que la legislación y la 
jurisprudencia le han impuesto al arbitraje en contratación estatal se deben a la 
intervención de un sujeto especial en la relación jurídica de la cual se desprende 
un litigio puesto a consideración de la justicia, esto es la administración pública. 
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 En recapitulación, luego de este recorrido del arbitraje en la contratación estatal 
frente a si es complementario o paralelo a la justicia convencional de lo 
contencioso administrativo, a los asuntos susceptibles de este y la limitación de la 
controversia arbitral he llegado a la conclusión de que el arbitramento no surte las 
características suficientes para constituirse en un modelo de justicia independiente 
y paralela a la estatal, pues, debe recurrir necesariamente a la justicia contenciosa 
para dirimir las controversias relacionadas con el recurso de anulación del laudo, 
además de acudir también a ella para los actos administrativos. Reitero de esta 
manera que arbitramento surge como una complementación a la justicia estatal y 
allí se ha mantenido, de tal forma que el tribunal de arbitramento, tenga una 
existencia transitoria, limitada a la resolución del conflicto para el cual fue 
convocado.  
 
 
Además, cabe resaltar, que al tener una base constitucional indiscutible esta 
figura, se puede analizar como un mecanismo que es definido como una 
jurisdicción alternativa a la función del Estado de administrar justicia, y por lo tanto 
la complementa. 
 
 
En muestra de ello, nuestra honorable Corte Constitucional en muchas ocasiones 
se ha hecho pronunciamientos con respecto al afianzamiento o no que pueden 
tener los laudos arbitrales cuando se agotan los recursos de revisión o de 
anulación, en veces se opta por interponer una acción de tutela lo cual genera que 
se puedan anular si este laudo es contrario a las normas legales que se pueden 
generar con la demostración de las vías de hecho por la interposición de dicha 
acción de tutela.  
 
“…Esto por cuanto los debates sobre la protección de los derechos fundamentales 
no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias 
proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, 
proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por 
decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas…”94 
 
 
  
“…La Corte ha formulado algunas precisiones sobre cómo deben analizarse estos 
requisitos teniendo en cuenta las características propias del proceso arbitral. Por 
ejemplo, en materia de agotamiento de los mecanismos ordinarios y extraordinarios 
de defensa, la Corte ha considerado que es necesario tener en cuenta que aunque 
las decisiones de los árbitros son ejercicio de una función jurisdiccional, por expreso 
mandato legal no están sujetas al trámite de segunda instancia; contra ellas no  
procede el recurso de apelación. Además, si bien es cierto los laudos arbitrales son 
susceptibles del recurso de homologación en materia laboral, o del recurso de 
anulación en materia civil, comercial y contencioso administrativa, y contra la 
providencia que resuelve el recurso de anulación es procedente el recurso 
extraordinario de revisión, estos mecanismos no siempre son idóneos para 
garantizar los derechos fundamentales de las partes, debido a su naturaleza 
restringida. Por esta razón, la Corte ha sostenido que la idoneidad de los 
mecanismos ordinarios de defensa contra violaciones de derechos fundamentales 
que tienen lugar en laudos arbitrales debe analizarse en cada caso, teniendo en 
cuenta los recursos judiciales disponibles y los defectos que se atribuyen al 
laudo…”95 
 
 
 
 
 
CONCLUSIONES 
 
 
Una vez realizado el estudio sobre el arbitramento en los contratos estatales, se 
debe generar el siguiente interrogante ¿Constituye o no una justicia paralela? La 
respuesta es no, dicho arbitramento constituye una justicia complementaria. 
 
 
                                                          
94
Al respecto, se pueden consultar las sentencias de la Corte Constitucional SU-174 de 2007, C-330 de 2000 
y C-163 de 1999. 
95
 Corte Constitucional T – 058 de 2009 MP. Jaime Araujo Rentería. 
Como bien sabemos, el arbitraje se rige por los principios y reglas de 
imparcialidad, idoneidad, celeridad, igualdad, oralidad, publicidad y 
contradicción96. estos principios son los mismos para el arbitramento en la 
contratación estatal y surgen del proceso ordinario que constituyen a su vez 
similitudes entre la justicia arbitral y la estatal, lo que demuestra que son formas 
de justicia insertas dentro del mismo contexto constitucional, por lo que no es una 
sustitución, sino una réplica pero con algunos ingredientes particulares para la 
arbitral por su origen y efectos, lo que genera que no vayan en opiniones 
yuxtapuestas y que genere que en su esencia se complementen. 
 
 
 
Sin embargo, con los nuevos retos que impliquen a nivel mundial la utilización de 
dicho arbitramento debido a todas las modalidades de directivas, convenios y/o 
tratados, ha surgido con las nuevas tecnologías han provocado el nacimiento de 
fenómenos y problemáticas nuevas que exigen una regulación diferente; han 
surgido nuevas clases de controversias jurídicas hasta hace poco inexistentes, y 
se ha incrementado la complejidad de los conflictos tradicionales (ahora a escala 
mundial), entre otras cosas gracias a la existencia de redes abiertas97 estos 
aspectos conllevan a que el arbitramento tenga muchos adeptos y simpatizantes 
en el ámbito internacional, por la forma eficaz, celera y económica en algunos 
casos para resolver las controversias de manera sustancia y práctica, lo que 
conlleva a que sea utilizado en mayor manera por el sector empresarial y 
comercial de cada país. 
 
 
 
Debido a lo anterior, con este trabajo una vez hecho todo el análisis que se 
pretende con respecto a estos mecanismos alternativos de solución de conflictos 
                                                          
96
 Ley 1563 de 2012, Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se 
dictan otras disposiciones. Art.1 
97 Vid. Draetta, U. Internet y comercio electrónico, Milano, Giuffré, 2001. 
pero enmarcado en materia estatal, podemos manifestar que si bien es cierto, 
inicialmente se generó la inquietud de que tal vez la presente (justicia arbitral) 
podría ser una justicia paralela, sin embargo, retractándonos de esta idea inicial, 
conocemos de todos los beneficios que la misma genera y conlleva y que se 
puede establecer como una complementación de la  justicia ordinaria, ya que el 
Estado no cuenta en la actualidad con las herramientas necesarias e 
infraestructura requerida para lograr la celeridad que se requiere en los procesos 
ya se ha hecho un primer paso y es como ya se dijo antes, con el nuevo código 
general del proceso, regular fechas claras y precisas para organizar la definición 
de los procesos sin que esto se confunda con descongestión. 
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